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se expide el Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social.

Autores: Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia, doctor Fernando Castillo Cadena y el 
Presidente de la Sala Laboral, doctor Gerardo 
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Sánchez Montes de Oca -C-, Karyme Adrana Cotes 
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III
Lo que propongan los honorables 

Representantes
La Presidenta,

Ana Paola García Soto.
El Vicepresidente,

Juan Sebastián Gómez Gonzales.
La Secretaria,

Amparo Yaneth Calderón Perdomo.
La Subsecretaria,

Dora Sonia Cortés Castillo.
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Ha sido leído el orden del día, señora Presidenta.
Presidenta:
Señora Secretaria, sírvase continuar con el primer 

punto del orden del día.
Secretaria:
Sí, Presidenta. El primer punto es la lectura de 

la Resolución número 03 de septiembre 3 de 2024.
RESOLUCIÓN NÚMERO 03 DE 2024

(septiembre 3)
por la cual se convoca a Audiencia Pública.

La Mesa Directiva de la Comisión Primera de la 
honorable Cámara de Representantes

CONSIDERANDO:
a)	 Que la Ley 5ª de 1992, en su artículo 230 

establece el procedimiento para convocar 
Audiencias Públicas sobre cualquier 
Proyecto de Acto Legislativo o de ley.

b)	 Que mediante Proposición número 04 
aprobada en la Sesión de Comisión del 
miércoles 14 de agosto de 2024, suscrita por el 
honorable Representante Diógenes Quintero 
Amaya, del Proyecto de Ley número 459 de 
2024 Cámara – número 051 de 2023 Senado, 
por la cual se expide el Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social”, 
ha solicitado la realización de Audiencia 
pública.

c)	 Que la Mesa Directiva de la Comisión 
considera que es fundamental en el trámite 
de estas iniciativas, conocer la opinión de la 
ciudadanía en general sobre el proyecto de 
ley antes citado.

d)	 Que el artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, 
faculta a la Mesa Directiva, para reglamentar 
lo relacionado con las intervenciones y 
el procedimiento que asegure la debida 
atención y oportunidad.

e)	 Que la Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia, en relación con las 
Audiencias Públicas ha manifestado: “(…) 
las Audiencias públicas de participación 
ciudadana decretadas por los Presidentes de 
las Cámaras o sus Comisiones Permanentes, 
dado que el propósito de estas no es el de 
que los Congresistas deliberen ni decidan 
sobre algún asunto, sino el de permitir a 
los particulares interesados expresar sus 
posiciones y puntos de vista sobre los 
proyectos de ley o Acto Legislativo que se 
estén examinando en la célula legislativa 
correspondiente; no son, así, Sesiones del 
Congreso o de sus Cámaras, sino Audiencias 
programadas para permitir la intervención de 
los ciudadanos interesados”.

RESUELVE:
Artículo 1º. Convocar a Audiencia Pública para 

que las personas naturales o jurídicas interesadas, 
presenten opiniones u observaciones sobre el 

Proyecto de Ley número 459 de 2024 Cámara - 
número 51 de 2023 Senado, por la cual se expide 
el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social.

Artículo 2º. La Audiencia Pública se realizará el 
jueves 12 de septiembre de 2024, a las 8:30 a. m., en la 
sala de Audiencias Jairo Parra Quijano- Universidad 
Libre, Av. 4 # 12 b Norte 81 Urbanización El bosque, 
de la Ciudad de Cúcuta - Norte de Santander.

Artículo 3°. Las inscripciones para intervenir 
en la Audiencia pública, podrán realizarlas hasta 
el miércoles 11 de septiembre de 2024 a las 4:00 
p. m., diligenciando el formulario correspondiente 
en el siguiente enlace: https://forms.gle/
Mn59sPhx5ibdGEpZ7

Artículo 4°. La Mesa Directiva de la Comisión 
ha designado en la honorable Representante Astrid 
Sanchez Montes de Oca, la dirección de la Audiencia 
pública, quien de acuerdo con la lista de inscritos 
fijará el tiempo de intervención de cada participante.

Artículo 5º. La Secretaría de la Comisión, 
efectuará las diligencias necesarias ante el área 
administrativa de la Cámara de Representantes, a 
efecto de que la convocatoria a la Audiencia sea de 
conocimiento general y en especial de la divulgación 
de esta Audiencia en el Canal del Congreso.

Artículo 6º. Esta resolución rige a partir de la 
fecha de su expedición.

Comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., el tercer (3) día del mes 

de septiembre del año dos mil cuatro (2024).
La Presidenta,

Ana Paola García Soto.
El Vicepresidente,

Juan Sebastián Gómez Gonzales.
La Secretaria,

Amparo Yaneth Calderón Perdomo.
Presidenta, ha sido leída la Resolución número 

003, manifestarle a usted que esta Audiencia pública 
hemos dado estricto cumplimiento a lo que establece 
el Acto Administrativo, se hizo la publicación y la 
convocatoria por el Canal Institucional del Congreso, 
debido a ello se inscribieron varios ciudadanos para 
participar en esta Audiencia, hay más o menos de 
inscritas sesenta y siete personas.

Hay unos invitados que se hicieron a solicitud 
del doctor Diógenes Quintero y a solicitud de las 
Ponentes Coordinadoras, a la señora Ministra de 
Justicia, se invitó a los Magistrados del Tribunal 
Superior del Distrito de Cúcuta, también se invitaron 
a dos Magistrados Auxiliares de la Sala Laboral de 
la Corte Suprema de Justicia, unos Jueces en su 
gran mayoría de acá de Cúcuta. Hay algunos otros 
ciudadanos que han pedido conectarse, profesores 
de las universidades, de las Facultades de Derecho 
que también van a intervenir para hacer y ayudar a 
construir esta Ley del Código.
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Con esta información, señora Presidenta, puede 
usted dar inicio formal a esta Audiencia pública.

Presidenta:
Gracias, señora Secretaria. Les reitero el saludo 

de los buenos días, aquí estamos en este auditorio 
con la Presidenta de la Sala de Casación Laboral, 
la doctora Magistrada Marjorie Zúñiga, que está 
conectada, quienes nos acompañan en la Mesa 
Principal está el doctor Diógenes Quintero Amaya, 
está la Secretaria Amparo, está Astrid Sánchez 
Montes de Oca, quien les habla como Coordinadora 
Ponente, está Óscar Moreno Enríquez, está Carlos 
Giraldo, David Alberto Bosé Correa, está el Rector 
de la Universidad Juan Antonio Nieto y está Gerardo 
Botero, que también está conectado.

Nos encontramos con estudiantes, profesores, 
Jueces, Magistrados Auxiliares y las personas de 
la Academia, litigantes y como les reiteramos les 
damos la bienvenida. Para la Comisión Primera es 
un honor estar con ustedes y un saludo especial de 
la Mesa Directiva en cabeza de la presidenta Ana 
Paola García. Continuamos, señora Secretaria, con 
el Orden del Día, dándole la palabra al Rector de la 
Universidad Juan Antonio Nieto Escalante.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Juan Antonio Nieto Escalante, Rector de 
la Universidad Libre de Cúcuta:

Buenos días a todas, a todos, señora Presidenta, 
señor Representante Diógenes Quintero, señores 
Magistrados Auxiliares, señores Magistrados, 
Jueces, docentes, estudiantes, Rectores de otras 
Universidades que aquí se encuentran, a quienes 
están conectados para escuchar esta Audiencia 
pública, darles la bienvenida. Y decirles que, para 
nosotros en la Universidad Libre, es un inmenso 
honor y un agradecimiento, doctor Diógenes, por 
haber escogido y señora Presidenta, este claustro para 
venir a debatir un tema de la mayor importancia, que 
ni más ni menos lo que pretende es recoger todas esas 
normas dispersas que hoy tiene el Código, o lo que 
no es Código, las normas procesales laborales para 
convertirlos en un Código que permita sintonizar al 
país en lo sustantivo y en lo procedimental.

Eso es fundamental y lo que esto nos muestra, 
es que estamos avanzando como siempre lo hemos 
sido un Estado social de derecho, con el propósito 
de poder alinear a la sociedad con las normas que 
la rigen y que la conforman. Nosotros desde la 
Universidad Libre, a través de un cuerpo de docentes, 
especialmente a través de las Ponencias que el 
doctor Samir Bonnet ha formulado en Audiencias 
pasadas en la Cámara de Representantes misma, se 
han recogido algunas no digo yo objeciones, sino 
propuestas con el propósito precisamente de avanzar 
en esto, que inicialmente estaba yo comentando 
acerca de sintonizar las normas procedimentales, 
con la marcha de la sociedad puntualmente en lo que 
tiene que ver con las normas sustantivas del trabajo.

Entonces en ese sentido, señora Presidenta, 
señores Magistrados, doctor Óscar Moreno Enríquez, 
doctor Carlos Giraldo y doctor Gerardo Botero, 

quisiéramos en nombre de la Universidad hacerles 
entrega a ustedes, rogarles el favor que entiendo que 
el doctor Botero no pudo asistir presencialmente, 
que nos permita entregarles a ustedes lo que ha sido 
el estudio eminentemente y estrictamente académico 
que el doctor Samir Bonnet ha presentado sobre este 
tema y que consideramos, que ojalá sea el aporte 
que la Universidad Libre seccional Cúcuta esté 
haciendo, para que este tema pueda desarrollarse de 
la mejor manera y que los colombianos, podamos 
contar con una norma organizada, con una norma 
ordenada, que como lo dije anteriormente, pueda 
permitir que lo procedimental vaya de la mano con 
lo sustantivo en materia laboral.

Así pues, que con estas breves palabras de 
agradecimiento a todos ustedes por la asistencia, por 
el honor que nos permiten tener con esta Audiencia, 
les deseo el mayor de los éxitos en las deliberaciones 
y que sea por supuesto del mayor provecho y que de 
aquí salgan temas que podamos decir, hombre, en la 
Universidad Libre seccional Cúcuta, la Cámara de 
Representantes logró presentar unas propuestas al 
proyecto inicial, que ya sabemos fue presentado a su 
vez por el Presidente de la Honorable Corte Suprema 
de Justicia. Bienvenidos, muchísimas gracias y el 
mejor de los provechos en esta Audiencia señora 
Presidenta.

Presidenta:
Muchas gracias, señor Rector, tenga la plena 

seguridad de que este equipo de Ponentes, siendo 
uno de nuestros Ponentes el doctor Diógenes, vamos 
a darla toda para que sea un Código como uno 
dice actual, responsable y vamos a tener también 
en cuenta todos los aportes que ustedes como 
Universidad Libre puedan presentar, a través como 
usted decía del doctor Samir Bonnet y así lo vamos 
a hacer porque de eso se trata, de recoger cada una 
de esas impresiones, de esas ideas que podamos 
nosotros sacar un Código nuevo bien robustecido.

Le damos la palabra al anfitrión a nuestro 
compañero y Ponente Diógenes Quintero Amaya.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Representante Diógenes Quintero 
Amaya:

Gracias, doctora Astrid, un saludo especial a 
todos y a todas, los y las que nos acompañan hoy 
acá en este evento muy especial para mí, porque 
regreso a mi universidad, yo soy egresado de esta 
seccional de la Universidad Libre y cosa de la que 
me siento muy orgulloso. Un saludo especial al señor 
Rector doctor Juan Antonio Nieto, por supuesto la 
doctora Astrid que es Representante a la Cámara del 
Departamento del Chocó y que en el marco de esta 
responsabilidad que tiene de Coordinar la Ponencia 
de este Código hoy nos está acompañando, a la 
doctora Amparo desde luego, nuestra Secretaria y la 
guía en la Comisión Primera de la Cámara, al doctor 
Carlos Giraldo, al doctor Óscar Moreno un saludo 
especial, a todos y todas un saludo especial.

Yo les quiero contar además que nunca he 
sido litigante, pero estuve tentado al salir de esta 
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Universidad y precisamente tentado en el área 
laboral, allá por el doctor Sandro Jácome, que fue 
mi profesor y aquí el doctor Luis Muñoz, que fueron 
mis profesores y que una cosa que tenía clara era 
que si me dedicaba al litigio, me dedicaba al litigio 
en el área laboral. No fue así las cosas, me dediqué 
a lo público, a la política y algo también de lo que 
estoy seguro, es que estamos en la Universidad que 
forma los mejores profesionales en Derecho para 
litigar y para ser funcionarios públicos en la región.

Hoy estamos acá en el marco de este debate 
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social, buscando desde la Comisión Primera de 
la Cámara no dar el debate solamente allá en el 
recinto del Congreso, sino que además territorializar 
ese debate a las regiones, desde luego desde las 
universidades y con la participación de la Academia, 
de los Jueces y Magistrados de las regiones y de los 
litigantes, también de los abogados litigantes de los 
territorios. Y además de territorializar ese debate, 
buscar la forma de apropiar las normas, es decir, de 
que la gente que tiene una relación directa, o que va 
a tener una relación directa con este Código, tenga la 
apropiación necesaria y suficiente desde el debate.

Sin duda, que la Corte Suprema ha encontrado 
la mayor disposición en el Congreso, desde el 
Senado donde ya se dieron los primeros dos debates 
y desde la Comisión Primera de la Cámara, cosa 
que agradecemos también de la misma disposición 
que ha tenido la Corte Suprema, en el consenso y 
la concertación que hemos hecho sobre este debate, 
de venir a los territorios y hablar de esta norma. 
Y también por supuesto agradecer, la disposición 
que desde el comienzo doctor Juan Antonio tuvo 
la Universidad para acogernos en poder hacer esta 
Audiencia.

La idea de esta Audiencia, como lo decía 
la Secretaria Amparo, es recoger de ustedes 
los participantes, los que van a intervenir, las 
observaciones, las precisiones respecto al texto 
que se va a debatir en Tercer Debate en la Cámara, 
buscando de alguna manera que esas observaciones 
y esas precisiones que ustedes den, sean tenidas 
en cuenta en la construcción inicialmente de la 
Ponencia para el Tercer Debate y por supuesto en el 
debate. Es decir, que aquí vamos es a escucharlos a 
ustedes, nuestro espacio es en el Congreso y este es 
un espacio para ustedes, en el que valoramos mucho 
el estudio juicioso que han hecho del proyecto de 
ley y la presentación que aquí hará cada uno.

Entonces, muchas gracias y siempre con la mejor 
disposición de escucharlos, de atenderlos y de que 
esa participación de ustedes sea efectivamente 
tenida en cuenta. Gracias, doctora Astrid.

Presidenta:
Gracias, compañero Diógenes, me imagino aquí 

el orgullo de sus profesores, de verlo aquí a usted 
comandando esta Comisión Primera, ¿él era bueno 
en laboral o no era bueno? Que digan los profesores 
aquí. De verdad que me siento muy contenta de que 
tú tengas, digamos, acá referentes de los pasos, los 

estudios, los antecedentes y que puedan ver en ti una 
persona, ya un profesional y hoy un Congresista.

La verdad es que nosotros estamos aquí como lo 
decía el Rector, lo decía Diógenes, para recoger de 
ustedes las mejores impresiones, nosotros estamos, 
digamos, con la autoría de la Corte Suprema de 
Justicia que les agradezco, los felicitamos, no hablar 
de una Reforma del Código Procesal del Trabajo, 
sino de hablar de un nuevo Código, donde nosotros 
podamos recoger cada una de esas normas, de esas 
leyes que anteceden a una vez aprobado el Proyecto 
de Ley del Código un Código robustecido, un 
Código sistemático, un Código de integración de 
normas y un Código coherente. Nosotros hablamos, 
digamos, de las leyes, del Decreto número 2158 del 
48, hablamos de la Ley 712 del 2001, hablamos de 
la Ley 1149 del 2007, hablamos de la Ley 1395 del 
2010, de la Ley 1210 del 2008, cuando hablamos de 
la Ley de huelgas en el trámite, de la Ley 2220 de 
2022, de la conciliación, Ley 2213 del 2002.

Y vamos viendo cuando vamos analizando 
este Código, o este proyecto de ley, en que van a 
introducir unos principios bastante importantes 
para la seriedad del proceso, cuando hablamos de 
Sentencia anticipada, cuando hablamos de los fallos 
ultra y extra petita como principios, cuando hablamos 
de las cuantías, de cómo nosotros podemos mirar de 
única cuantía, nosotros podamos mirar de primera 
instancia, segunda instancia, cómo se aumentan 
estos salarios mínimos para el conocimiento de la 
competencia de los Jueces Municipales, los Jueces 
del Circuito, cómo nosotros hablamos también de 
la cuantía para el tema de la Casación en la Corte y 
queremos es eso, que ustedes nos introduzcan toda 
esa fuerza para este Código que es muy importante.

No es lo mismo nosotros tener un solo Código 
que tener tres Códigos y empezar nosotros a 
remitirnos a uno u otro Código y entonces, vemos 
la celeridad y la economía procesal con este Código, 
que muy pronto lo vamos a tener como una Ley 
de la República, cuando hablamos de la Sentencia 
Anticipada eso también va a acelerar el proceso y es 
bastante importante que nosotros hablemos de eso, 
cuando vamos a hablar del enfoque diferencial de 
género, cuando hablamos de la Justicia Retributiva, 
Compensatoria y Restrictiva y Terapéutica. En 
fin, ahora en el discurso, ahora en el debate, ahora 
en los aportes vamos a ver cuáles son los aportes 
importantes que vamos a tener en el Código y para 
nosotros vamos a tomar atenta nota a cada uno de 
los aportes que ustedes nos puedan brindar.

Damos paso, señora Secretaria, a la intervención 
de la Presidenta de la Sala de Casación Laboral, la 
Magistrada Marjorie Zúñiga, que está conectada por 
Zoom y que para nosotros es un placer tenerla en 
esta Audiencia.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la doctora Marjorie Zúñiga Romero, Presidenta 
de la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia:

Muy buenos días, ¿se escucha bien? Lo primero.
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Presidenta:
Sí, se escucha, adelante.
Continúa con el uso de la palabra la doctora 

Marjorie Zúñiga Romero, Presidenta de la Sala 
de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia:

Excelente, buenos días para todos y para todas, 
inicio dando un saludo especial a la doctora Amparo 
Calderón, Secretaria de la Comisión Primera de 
la Honorable Cámara de Representantes, a los 
honorables Representantes el doctor Diógenes 
Quintero Amaya, a quien escuché que está en su 
casa de estudios, a nuestra Ponente Coordinadora 
la doctora Astrid Sánchez Montes de Oca, nuestros 
Magistrados Auxiliares que se encuentran en la 
Mesa, el doctor Carlos Mario Giraldo, el doctor 
Óscar Moreno, un saludo también al Honorable 
Magistrado del Tribunal el doctor David Correa, 
al señor Rector Juan Antonio Nieto Escalante y 
al doctor Gerardo Botero, Expresidente de la Sala 
Laboral y Exmagistrado de esta Corporación. 
Dicho esto, en primer lugar, quisiera agradecer 
enormemente al Congreso de la República, en 
particular a la Cámara de Representantes y a sus 
honorables Representantes, por estos espacios tan 
valiosos para nosotros en la construcción colectiva 
de este Código.

A manera de contexto y como ya lo hemos 
dicho en otros escenarios, se debe resaltar que la 
Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia como 
órgano de cierre de la jurisdicción laboral y de la 
Seguridad Social, tiene a su cargo resolver los 
conflictos sociales derivados de los derechos de 
los trabajadores, de los Sindicatos, de los afiliados 
pensionados y beneficiarios también del Sistema 
de Seguridad Social. Con este norte, se requiere 
de una norma procesal que esté a la altura de las 
necesidades de Justicia, de un Código que responda 
a los anhelos de prontitud, de celebridad, de certeza, 
de eficiencia y de eficacia, en la atención de los 
procesos judiciales.

Por eso emprendimos esta tarea, para tener un 
nuevo Código frente al actual, que ya tiene más de 
setenta años y en ese proceso que ha sido, insisto, 
una construcción colectiva, por el tiempo, voy a 
resaltar solo algunas de las bondades que en mi sentir 
este tiene: Primero, es una codificación con unos 
principios orientadores interesantes, novedosos, 
como por ejemplo el enfoque diferencial de género, 
la Justicia Retributiva, Compensatoria, Restaurativa 
y Terapéutica y el deber, ya no facultad, de fallar ultra 
y extra petita, como lo bien lo decía la honorable 
Representante.

Así mismo, con este Código se quiere facilitar 
la unificación de la jurisprudencia, en temas como 
acosos laborales y en procesos especiales de fuero, 
en los que además se podrá interponer recurso de 
Casación. Se incorporó la figura como una novedad 
de la Casación Oficiosa, para aquellos asuntos que 
por su relevancia deba conocer la Sala Laboral 
de la Corte Suprema de Justicia. A su vez, se han 

introducido otras novedades importantes que le dan 
agilidad al proceso, como acortar algunos términos 
para la notificación y los traslados, insisto, con el 
fin siempre y las miras de hacer más ágil el proceso.

Se han incluido algunas figuras tales como 
la Sentencia Anticipada, la posibilidad de tener 
ejecutoriadas sentencias de manera parcial, tanto en 
el trámite de una apelación como de la Casación, 
todo esto en garantía de una Justicia pronta y eficaz, 
se regulan las medidas cautelares entre otras, que 
han tenido el beneplácito y que han sido de gran 
acogida por varios sectores en el mundo del trabajo.

A mí me gustaría dejar aquí constancia, que 
hemos venido recibiendo de parte de los Colegios 
de Abogados, de litigantes, de la Academia, del 
Instituto Colombiano de Derecho Procesal entre 
otras entidades y personas jurídicas y naturales, 
comentarios y propuestas que junto con los Ponentes 
estamos analizando y nos han llevado a un ejercicio 
constructivo y si se quiere, reconstructivo de algunas 
normas de nuestro proyecto de Código, otras siguen 
en discusión previa a la radicación de la ponencia en 
la Cámara de Representantes y por eso celebro estos 
espacios.

A manera de ejemplo, está la norma sobre el 
reparto nacional, ha recibido algunos comentarios, 
otros respaldos, pero esto nos obliga a analizar la 
pertinencia de su inclusión, o inclusive de algún 
posible ajuste. También se ha puesto de presente, 
que no en todos los lugares del país existen Jueces 
de Pequeñas Causas Laborales, que con el Código 
pasan a llamarse Jueces Laborales Municipales y 
frente a esa inquietud, estamos previendo los ajustes.

Por supuesto, hay comentarios y propuestas 
que han venido siendo, insisto, objeto de análisis 
como tanto formales, como de fondo, algunas 
serán acogidas, otras las discutiremos, pero lo que 
sí quisiera resaltar como idea final, es que nuestra 
intención y hablo en nombre de la Corte Suprema de 
Justicia y de la Sala Laboral, es construir un mejor 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social para nuestro país. Muchísimas gracias.

Presidenta:
Gracias a usted, señora Presidenta, doctora 

Marjorie, sus aportes también para esta Audiencia 
son bastante importantes, bastante actuales y no 
vamos a ser inferiores en esta discusión de la 
Audiencia. Continuamos en el uso de la palabra con 
Óscar Moreno Enríquez, Magistrado Auxiliar de la 
Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, tiene 
el tiempo de diez minutos, por favor.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Óscar Moreno Enríquez, Magistrado 
Auxiliar de la Corte Suprema de Justicia:

Gracias, muy buenos días honorables 
Representantes a la Cámara, doctor Diógenes 
Quintero, doctora Astrid Sánchez Montes de 
Oca; doctora Amparo Calderón, Secretaria de la 
Comisión Primera de la Cámara de Representantes; 
doctora Marjorie Zúñiga, Presidenta de la Sala de 
Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia; 
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doctor Gerardo Botero Zuluaga, Expresidente de la 
Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia; doctor 
Carlos Mario Giraldo, Magistrado Auxiliar de la 
Corte Suprema de Justicia; doctor David Correa, 
Magistrado del Tribunal Superior de Cúcuta; 
Honorables Magistrados del Tribunal Superior 
de Cúcuta, señores Jueces, señores profesores, 
estudiantes, ciudadanía que nos acompaña en esta 
Audiencia.

Me siento honrado de poder dar unas palabras 
en este auditorio, porque como se lo comentaba a 
algunas de las personas con las que nos saludamos 
al principio de la Audiencia, estos escenarios 
enriquecen los procesos de debate democrático en 
un proceso legislativo de un proyecto de ley tan 
importante para nuestro país. Desconozco si se haya 
hecho en otras ocasiones, Honorable Magistrada, 
pero he tenido la oportunidad en el trámite de este 
proyecto, de viajar a mi ciudad de origen, la ciudad 
de Pasto, donde el Representante Juan Daniel 
Peñuela, también organizó una mesa de trabajo para 
recoger comentarios y propuestas que enriquecen 
este proceso legislativo. Y hoy tengo el honor de 
estar en esta hermosa ciudad, para también recoger 
comentarios y propuestas al Código.

Esa es justamente la razón de esta Audiencia 
Pública y por ello, no quisiera extenderme mucho, 
sino resaltar algunos aspectos muy puntuales de 
las bondades que la Corte Suprema de Justicia en 
asocio con los Ponentes tanto en el Senado para los 
dos primeros debates, como ahora en los debates 
que se van a surtir en Cámara de Representantes, 
tiene este Código. Lo primero, resaltar lo que ya 
han venido diciendo quienes me anteceden en el 
uso de la palabra, este es un Código de construcción 
colectiva, han participado litigantes, han participado 
Colegios de Abogados, ha participado la Academia, 
han participado los Sindicatos, han participado los 
Jueces y Magistrados de los Tribunales de todo el 
país y por supuesto la Corte Suprema de Justicia, 
como ya lo hemos venido diciendo.

Es un texto que es integrador, sistemático 
y coherente, una de las mayores críticas y lo 
hablamos al principio con el doctor Samir antes 
de empezar la Audiencia, es que este Código trae 
muchas normas del Código General del Proceso, 
algunas se reproducen casi que textualmente, otras 
textualmente, esa que suele ser la crítica más fuerte 
que ha tenido este Código, es una de las cosas que se 
propuso la Corte Suprema de Justicia, porque lo que 
se quería era tener un solo texto, un solo texto al cual 
pueda acudir el Juez, el Magistrado, el Operador 
Jurídico a consultar la norma procesal y no tenga 
que consultar varios textos a la vez.

Nótese que nuestro Código actual Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social, ha tenido 
algunas reformas como la Ley 712 de 2001, la Ley 
1149 del 2007, la Ley 1395 del 2010, la Ley 1210 
del 2008, la Ley 2220 de 2022 y también la Ley 
2213 de 2022, que no están incorporadas todas al 
Código Procesal del Trabajo y entonces el Juez del 
Trabajo tiene que, perdónenme la expresión, brincar 

de un ordenamiento a otro para buscar la norma 
procesal pertinente, lo que quisimos es que en un 
solo texto encuentre ojalá la mayor cantidad de las 
respuestas posibles a esas inquietudes procesales 
que se generan en el momento de un trámite, de un 
proceso. A su vez hay remisiones al Código General 
del Proceso y es lo que se ha también pretendido 
evitar, que haya la menor cantidad de remisiones 
al Código General del Proceso, obviamente no se 
podrá regular absolutamente todo y por eso queda 
una norma al final de analogía o de remisión, frente 
a lo no regulado en este Código.

Y, por supuesto, hay unos criterios 
jurisprudenciales de la Sala de Casación Laboral, 
sobre la interpretación de normas procesales que se 
han querido ya dejar como norma positiva dentro 
de este Código. De igual manera, es un texto que 
incluye o adapta las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, es una herencia que nos 
dejó la pandemia y por lo tanto, en el Código se 
trae a colación una preponderancia, un privilegio 
del uso de las tecnologías de la información y 
las comunicaciones, para efectos de lograr una 
Justicia más ágil y eficaz. Este es un texto que no 
genera tensión entre trabajadores y empleadores, 
busca brindar seguridad jurídica en el trámite de 
los procesos y como lo decía la doctora Marjorie 
Zúñiga, trae muchas normas que buscan agilidad 
en el proceso, como lo decía ella es un Código 
garantista, es un Código de principios orientadores, 
que no pretendo repetir, pero que de alguna manera 
muestran y de alguna manera también explican la 
razón de traerse las normas del Código General del 
proceso a nuestro Código Procesal del Trabajo y de 
la Seguridad Social, con una nueva perspectiva.

No es lo mismo una norma procesal del Código 
General del Proceso, que rige situaciones entre 
privados, entre particulares que normalmente con el 
principio de la autonomía de la voluntad y la igualdad 
de las partes, puede ser leída desde el proceso civil 
de una manera, pero en el proceso laboral se deberá 
leer de otra manera, con los principios propios 
que irradian el Derecho Laboral y de la Seguridad 
Social que parten de una clara diferencia entre las 
partes, por la subordinación que irradia el contrato 
de trabajo y por la diferencia evidente que hay entre 
una entidad de la Seguridad Social y un afiliado 
pensionado o beneficiario.

Como bien ustedes saben, este proceso privilegia 
otro principio importantísimo de garantía para las 
partes, que es el principio de la Doble Instancia, 
elimina los procesos de única instancia y se acoge el 
principio la Doble Instancia aumentando la cuantía 
para los Jueces Laborales Municipales, que como 
bien lo decía la doctora Marjorie, es una nueva 
nominación a los Jueces que hoy se llaman de 
Pequeñas Causas Laborales, para pasar a llamarse 
Jueces Laborales Municipales y se eleva esa cuantía 
a cuarenta salarios mínimos en primera instancia y 
en Segunda Instancia, las que excedan esa cuantía 
a los Jueces Laborales del Circuito. Se ha regulado 
entre otras cosas lo relativo a excepciones previas, 
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su trámite y regulación, se regulan los incidentes, 
nulidades, sus causales, oportunidades, trámite 
y efectos, así como su saneamiento, se regula el 
proceso ejecutivo ante el mismo Juez que conoció el 
proceso ordinario, así como las medidas cautelares.

Hay un punto que quiero resaltar y que ya lo 
mencionaba la doctora Marjorie, es que se hace 
una especial connotación para que los trabajadores 
y en fin la persona que obtenga una Sentencia 
favorable, pueda ir ejecutando temas que no son 
objeto de la apelación, esto quiere decir que lo no 
impugnado, hará tránsito a cosa juzgada, salvo en 
algunas excepciones, por ejemplo, los asuntos no 
apelados, si los asuntos no apelados dependen de las 
materias controvertidas cuando fueren susceptibles 
de consulta, si la contraparte también hubiera 
apelado o también es posible ya tener Sentencias 
Ejecutoriadas, si la apelación tiene por objeto un 
mayor valor al concedido por la Sentencia.

En materia de Casación hay varios asuntos que 
el Código modifica: lo primero el aumento del 
interés económico para recurrir que pasa de ciento 
veinte salarios mínimos a ciento cincuenta salarios 
mínimos, algunos han manifestado que en otras 
ocasiones ya se intentó un aumento en el interés 
económico y eso fue objeto de demanda y Sentencia 
de la Corte Constitucional al respecto, donde la 
Corte no avaló ese aumento de la cuantía. Sin 
embargo, creemos que esta norma sí puede superar 
un examen de constitucionalidad, porque a pesar de 
que se sube la cuantía para recurrir en Casación, se 
aumenta la posibilidad de los procesos que pueden 
llegar a Casación. Hoy en el Código Procesal actual 
solamente llegan los procesos ordinarios y se abre 
en este Código la posibilidad de que lleguen a 
Casación procesos especiales, como, por ejemplo, 
los procesos de fuero o los procesos de acoso 
laboral, que hoy no tienen Casación. En ese orden de 
ideas, al abrir la posibilidad para que otros procesos 
lleguen, creemos que este aumento en la cuantía si 
supera un examen de constitucionalidad.

Se flexibilizan el recurso de Casación como por 
ejemplo, que hoy tenemos en nuestro Código Procesal 
del Trabajo una limitación para las pruebas que 
pueden ser acusadas en Casación, lo que llamamos 
en la Corte las pruebas calificadas en Casación, 
que son el documento, la inspección judicial y se 
me olvidó, doctor Carlos Mario, los documentos 
y la confesión, hoy todas las pruebas en el nuevo 
Código pueden ser acusadas en Casación, es una 
novedad, es un acercamiento al acceso a la Justicia 
por parte de los usuarios de la Justicia, en el recurso 
extraordinario de Casación. También, como lo decía 
la doctora Marjorie, habrá una Casación oficiosa o 
una selección oficiosa de aquellos asuntos que por 
su cuantía, no llegan a la Casación a ser objeto de 
la Casación con el objeto de unificar jurisprudencia, 
este es uno de los elementos importantísimos de este 
Código, porque de esa manera se cumple con esa 
función constitucional de unificar jurisprudencia 
que tiene la Corte Suprema de Justicia, pero sobre 

todo en garantía de los derechos constitucionales y 
de los derechos fundamentales de las personas.

En fin, hay muchos otros aspectos importantes del 
Código, que en aras de la brevedad del tiempo, no 
quisiera insistir, sin embargo, quiero manifestarles 
que hemos, como lo decía la doctora Marjorie, 
recibido un sinnúmero de comentarios favorables, 
otros comentarios propositivos, o unas propuestas 
que se están analizando, aunque el Rector de la 
Universidad hoy nos hizo entrega del documento 
preparado por el doctor Samir Bonnet. Ya habíamos 
tenido acceso a algunos escritos del doctor, en 
una publicación que hizo frente a este Proyecto, 
ya habíamos tenido acceso a las propuestas que él 
mismo radicó ante la Cámara de Representantes y 
hemos venido haciendo el trabajo del análisis, no 
solamente de esas propuestas, sino de otras recibidas 
por Colegios de Abogados, por litigantes, por Jueces, 
por Magistrados en todo el país, para enriquecer este 
Proyecto de Ley.

Agradezco mucho su atención y estamos prestos 
a recibir en el día de hoy, todos los comentarios 
y propuestas que merezca este Proyecto de Ley, 
para que puedan ser, ojalá, incluidas o tengan una 
respuesta de parte de los Ponentes y de la Corte 
Suprema de Justicia. Muchas gracias.

Presidenta:
Muchas gracias, señor Magistrado Auxiliar de 

la Corte Sala Laboral, por sus aportes. Tenemos 
conectado vía Zoom al doctor Gerardo Botero, 
Exmagistrado de la Sala de Casación Laboral 
de la Corte Suprema de Justicia y Director del 
Departamento de Estudios Políticos y Jurídicos de la 
Universidad de La Salle, bienvenido, doctor Botero.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Gerardo Botero, Director del 
Departamento de Estudios Políticos y Jurídicos 
de la Universidad de La Salle:

Muy buenos días. ¿Me escuchan?
Presidenta:
Sí lo escuchamos, adelante.
Continúa con el uso de la palabra el doctor 

Gerardo Botero, Director del Departamento de 
Estudios Políticos y Jurídicos de la Universidad 
de la Salle:

Bueno, muy buenos días a todos y a todas, especial 
saludo a la doctora Marjorie Zúñiga, Presidenta de 
la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema 
de Justicia; la doctora Ana Paola García, Presidenta 
de la Comisión; a la doctora Amparo Calderón, 
Secretaria de la Comisión Primera; al doctor 
Diógenes, Representante a la Cámara, al señor 
Rector de la Universidad Libre de la sede Cúcuta; 
al doctor Moreno y al doctor Carlos Mario Giraldo, 
Magistrados Auxiliares; al Magistrado David del 
Tribunal Superior y a los demás asistentes.

Yo no voy a repetir lo que ya han ilustrado 
suficientemente la doctora Zúñiga, el doctor Moreno, 
sobre algunos aspectos relevantes e importantes 
del Proyecto del nuevo Código de Procedimiento 
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Laboral. Yo básicamente, quiero destacar es un tanto 
las bondades y los propósitos del Proyecto, quería 
básicamente comentarles que pocos Proyectos en 
Colombia han tenido tanta socialización como este 
nuevo Código de Procedimiento Laboral. Cuando 
fungí como Presidente de la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, lideré este 
proceso y que ahorita lo viene liderando la doctora 
Marjorie Zúñiga, involucrando a toda la comunidad 
jurídica, a toda la comunidad académica del país.

Colombia tiene treinta y cuatro distritos judiciales, 
todos los distritos judiciales, todos los Jueces de 
la República de Colombia contribuyeron con sus 
aportes a construir este texto, que fue sometido 
a consideración del Congreso de la República y 
que ya ha surtido los debates en el Senado de la 
República y que ahora se hace lo propio ante la 
Cámara de Representantes, hoy Comisión Primera 
Constitucional. En ese trabajo juicioso que lideró la 
Sala, o que ha venido liderando la Sala de Casación 
Laboral de la Corte, se escucharon las propuestas de 
todos los Jueces del país, cada uno de ellos presentó 
sus respectivos Proyectos frente a cada uno de los 
articulados que conforman el texto, se hizo una 
reunión en Barranquilla para socializarlo con todos, 
se convocó como bien lo decía la Presidenta de la 
Sala a Colegios de Abogados, a Universidades, o 
sea, hemos hecho todo por socializar efectivamente 
este texto.

Entonces, es un texto que todavía está en 
construcción, pero me parece importante resaltarlo, 
que es un tema colectivo, donde todos hemos 
contribuido y hemos hecho o hemos aportado 
un granito de arena, para que tengamos un nuevo 
Código más, más ágil, más eficiente, que dirime las 
controversias laborales en el menor tiempo posible 
y eliminar un tanto esas vicisitudes que a diario 
sufren los Jueces de la República en el trámite de 
los procesos laborales, que muchas veces son trabas 
y minucias que se generan y que dilatan y tardan la 
pronta y cumplida administración de Justicia.

Es integrador, sistemático y coherente, porque 
como bien lo decía el doctor Moreno hace un 
momento, nosotros en Colombia desafortunadamente 
tenemos la mala costumbre de estar expidiendo 
normas y normas, al punto de que para efectos de 
solucionar alguna controversia, tenemos que entrar 
a definir si una normativa está vigente o no, por eso 
acá buscamos integrar en un solo texto las distintas 
Reformas que ha tenido el Código Procesal Laboral, 
que como bien lo decía la doctora Marjorie, data del 
año de 1945, ya tiene más de setenta años de edad 
el Código y por eso, incorporamos aquí normativas 
como la Ley 1149 de 2007, la Ley 712 del 2001, la 
Ley 1010 de 2005 sobre acoso laboral, la Ley 1395 de 
2010, la Ley 1210 de 2008 que es la Ley de huelgas, 
la Ley 50 del 90 que trae un proceso de suspensión, 
disolución, liquidación de sindicatos y cancelación 
del registro sindical, la Ley 2220 relacionada con 
el tema de la conciliación y el Código General del 
Proceso, la Ley 1562 que también efectivamente lo 
integramos a este texto.

Adicionalmente, este también es un texto que 
se adapta a las nuevas realidades sociales del 
mundo moderno, utilizamos el uso de las TIC, los 
avances de la tecnología al Servicio del derecho y 
efectivamente es algo muy importante, en la medida 
que hoy si bien es cierto, hemos tomado también 
las normativas recientemente expedidas a raíz 
de la pandemia, el Decreto número 806 del 2020 
y la Ley 2213 de 2022, efectivamente nos parece 
importante que en este nuevo texto esté incluido 
todos los avances de la tecnología para acceder a la 
administración de Justicia. De ahí que en este texto 
traemos efectivamente el tema del litigio en línea, el 
expediente virtual, la firma electrónica, el mensaje 
de datos, entre otras tantas ventajas que sirven para 
acercar al usuario a la Administración de Justicia, 
máxime en temas laborales que como ustedes bien 
saben, es un tema de contenido social y que busca 
básicamente el equilibrio económico, social de los 
administrados con la Justicia.

Es un texto que no genera tensiones entre 
trabajadores, empleadores y Gobierno, en la medida 
en que este texto no regula normas sustantivas, sino 
normas procesales, esto es las herramientas que 
nos van a servir para reivindicar los derechos de 
contenido social. Entonces, yo no veo qué dificultad 
pueda existir en el trámite de este texto, porque a 
todos nos interesa que efectivamente tengamos 
una Justicia más pronta y cumplida. Y algo muy 
importante, que también lo destacaba el doctor 
Moreno, es que este texto brinda seguridad jurídica 
en el trámite de los procesos laborales, ¿por qué? 
Porque conjura la disparidad de criterios y elimina 
muchas ritualidades que se vienen aplicando por 
parte de los Jueces, como es el tema de las causales 
de inadmisión de la demanda, la constitución del 
poder entre otros tantos.

Quien les habla ha sido Juez durante más de 
treinta años, yo fui Juez Laboral muchísimos años 
y por eso puedo hablar con propiedad, en la medida 
en que sufrí las inclemencias de un Código un 
tanto desactualizado, un Código que contiene unas 
figuras jurídicas que ya están en desuso, como el 
tema de la gratuidad, el tema de la oralidad y por 
lo tanto, efectivamente lo que buscamos con este 
texto es como les decía, agilizar en buena medida 
la administración de Justicia, los asuntos laborales 
inclusive requieren de una mayor celeridad, una 
mayor agilidad, una mayor prontitud en la solución 
de los conflictos, no es justo que un proceso laboral se 
esté demorando entre cinco, seis, siete años, cuando 
son personas que están efectivamente reivindicando 
derechos que requieren efectivamente una solución, 
una solución pronta.

En esa medida, se busca una agilidad en la 
Administración de Justicia y  grosso modo, hay 
temas importantes que solo voy a mencionarlos 
muy superficialmente, porque ya el doctor Moreno 
y la doctora Marjorie hicieron referencia al 
mismo: el Juez Director del Proceso, allí se regula 
efectivamente el nuevo modelo de Justicia que 
está imperando hoy en día, que es la Justicia, no la 
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sanción, sino la Justicia Restaurativa o Terapéutica 
para buscar efectivamente restablecer el tejido 
social y se trae en la colación también, el tema de 
la perspectiva de género que está también ahora 
tan de moda en nuestro país, en la medida en que 
al Juez como Director del Proceso, se le obliga a 
que al momento de fallar, al momento de evaluar 
las pruebas, tenga en cuenta esos aditamentos de la 
perspectiva del género y la Justicia Restaurativa.

Se elimina el proceso laboral de única instancia, 
que ha generado un poco de inconvenientes para 
garantizar efectivamente el derecho de defensa de la 
contraparte, se aumenta la cuantía a cuarenta salarios 
mínimos, se agrupan los procesos especiales, todos 
los que tienen que ver con los fueros precisamente 
porque tienen una misma finalidad, todos los fueros 
tienen un contenido constitucional, el fuero sindical, 
el fuero circunstancial, el fuero de maternidad, el 
fuero de discapacidad, el fuero de prepensionados. 
Entonces, si todos efectivamente involucran 
derechos constitucionales fundamentales, no 
hay razón para que unos los tramitemos por el 
ordinario y otros por el proceso especial, pues aquí 
efectivamente se agrupan dentro de los procesos 
especiales, precisamente por ese contenido de 
derechos constitucionales que tiene cada uno de 
ellos.

Se cambia la denominación de los Jueces de 
Pequeñas Causas por Jueces Laborales Municipales, 
siguiendo la misma estructura de la Rama Judicial 
en otras especialidades, en Civil y en Penal, la 
única Jurisdicción que no tiene Jueces Laborales 
Municipales es la nuestra, hay Jueces Civiles 
Municipales, Jueces Penales Municipales, nosotros 
no tenemos Jueces Laborales Municipales, no 
estamos creando Juzgados y eso quiero que quede 
claro y era una de las observaciones que por ahí leía 
del doctor Samir, que por qué no se creaban Jueces, 
Juzgados, efectivamente en nuestro país hace faltan 
muchos Jueces, pero yo creo que esa es una labor 
que debe emprenderla ya directamente es el Consejo 
Superior de la Judicatura y por eso, el tema del aval 
fiscal para estos efectos hemos considerado que no 
se requiere, pero tengo entendido que la doctora 
Marjorie, ha venido haciendo las diligencias con el 
Ministerio de Hacienda, para que nos certifique de 
que para esos efectos no se requiere ese aval fiscal 
en este sentido.

Igualmente, el uso de las tecnologías al servicio 
del derecho, que es algo muy importante que allí se 
referencia y se menciona, miren el mapa judicial 
de Colombia esta desactualizado y es por ello, que 
encontramos Distritos Judiciales con demasiado 
trabajo y otros Distritos Judiciales con muy poco 
trabajo, hay algunos Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial en sus Salas Laborales, que tienen 
un número de procesos bastante complejos para 
efectos de cumplir con los términos, mientras que 
hay otros Tribunales Superiores Salas Laborales 
que tienen muy pocos negocios y me parece que 
esta es una forma muy importante para efectos de 
distribuir las cargas laborales en el país. Y en esa 

medida, entonces, ese reparto único nacional me 
parece que es muy importante y habrá que regularlo, 
reglamentarlo por parte del Consejo Superior de la 
Judicatura, pero lo importante es que quede el texto 
allí previsto.

También, efectivamente en el Recurso de 
Casación, como bien lo planteaba el doctor Moreno, 
se flexibiliza mucho el Recurso de Casación en tanto 
muchos asuntos quedan en los Tribunales Superiores 
de Distrito Judicial, el órgano límite de muchas 
controversias es el Tribunal Superior de Distrito 
Judicial. Entonces, buscamos efectivamente que se 
pueda cumplir con la unificación de la jurisprudencia 
por parte de la Corte Suprema de Justicia, para 
efectos de que se pueda acceder efectivamente 
al Recurso Extraordinario de Casación, inclusive 
hasta oficiosamente por parte de la Sala Laboral 
respecto de asuntos de interés Nacional, o donde 
la Sala Laboral considera que debe unificar su 
jurisprudencia y hacer precisiones que sirvan de 
sustento, de respaldo a los Jueces de la República.

De igual forma, se elimina ese rigorismo del 
Recurso de Casación, de las pruebas calificadas en 
Casación, como bien lo decía el doctor Moreno, 
en efecto ya cualquiera de los medios probatorios 
previstos en nuestro Código sirven para esos efectos. 
Y ya para terminar, me parece muy importante, que 
también lo planteaba el doctor Moreno y es una 
de las críticas que se le hacen, es que básicamente 
hemos transcrito muchos textos del Código General 
del Proceso, el Código General del Proceso siempre 
lo he afirmado, es el estatuto madre por excelencia 
y por qué no poder tomar normas del Código 
Procesal Civil o Código General del Proceso para 
efectivamente ajustarlas y acomodarlas al Código 
Procesal Laboral, yo no le veo ningún inconveniente, 
solo que muchas de ellas se ajustan efectivamente al 
contenido del Derecho Procesal Laboral.

Los civilistas manejan el tema de la autonomía 
de la voluntad, nosotros los laboralistas la 
autonomía de la voluntad es relativa, porque 
nosotros como Jueces Laborales tenemos que mirar 
ciertos derechos que son irrenunciables, no solo 
por mandato constitucional los derechos ciertos 
indiscutibles, el mínimo derechos y garantías como 
también efectivamente lo establece el Código, hay 
derechos que son irrenunciables, por eso el tema de 
la transacción y la conciliación no la podemos mirar 
con el mismo rasero que la mira un civilista y por 
eso, nosotros también la regulamos efectivamente 
en este nuevo Proyecto.

En esa medida entonces quiero, para terminar, 
hacer énfasis en que se ha convocado a Colegios 
de Abogados Laboralistas, a Universidades de todo 
el país, para que contribuyan a construir un texto 
completo y ágil para solucionar las controversias 
en materia laboral. El Instituto Colombiano de 
Derecho Procesal ha avalado este texto, inclusive ha 
participado en la construcción del mismo, por eso me 
extraña un poco un oficio que envió el doctor Samir 
Alberto a la Comisión Primera, anunciando que 
actuaba en representación del Instituto Colombiano 



Página 10	 Viernes, 18 de octubre de 2024	 Gaceta del Congreso  1761

de Derecho Procesal, cuando allí en este trabajo 
ha intervenido el doctor Ernesto Forero, que es 
miembro del Instituto Colombiano de Derecho 
Procesal, el doctor Alejandro Castellanos, entonces 
me parece un poco complejo, de que se lancen 
propuestas a nombre del Instituto Colombiano de 
Derecho Procesal y en representación de él, cuando 
en el trabajo juicioso que ha hecho la Sala de 
Casación Laboral, sus Magistrados, sus Magistrados 
Auxiliares, efectivamente hemos escuchado a todos 
estos estamentos.

De todos modos, queda ya a consideración en el 
marco de sus competencias de la Comisión Primera 
de la Cámara de Representantes, para el buen éxito 
de este texto y tengan la plena seguridad, que este 
es un texto que nos va a ayudar mucho a los Jueces 
de la República, a los Abogados Litigantes, a la 
Academia. Yo he sido docente de Derecho Procesal 
Laboral durante más de veinticinco años y créanme 
que dictar una materia como estas de Derecho 
Procesal a estudiantes de Derecho, a estudiantes de 
Maestría, de Especialización no es nada fácil, por 
esos vacíos, esas lagunas, esas incertidumbres que 
tenemos en nuestro Código Procesal Laboral actual.

Y por eso queremos efectivamente tener un 
Código autónomo, así muchas de sus normas 
sean una repetición de las del Código General del 
Proceso, pero se repiten es precisamente para evitar 
lo que bien planteaba el doctor Moreno, ese salto 
de estar utilizando diferentes Códigos para efectos 
de solucionar las vicisitudes que se presentan en 
el trámite del proceso, el Juez Laboral tiene que 
volverse un acróbata, un malabarista, lo mismo el 
Abogado Litigante para saber qué normativa aplica 
a su situación particular y concreta en el proceso 
laboral, si la del Código General del Proceso, o la 
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social, eso sí le da una mayor seguridad jurídica.

He escuchado a Abogados Litigantes, inclusive 
planteando de que el Código Procesal Laboral es 
distinto en cada Distrito Judicial, porque cada Juez 
pareciera que tuviera un Código Procesal diferente, 
cada Juez maneja el proceso a su antojo, de acuerdo 
a su parecer, de acuerdo a su forma de pensar y yo 
creo que eso no puede pasar en el trámite de un 
proceso, debe haber seguridad jurídica sobre unas 
reglas claras, precisas y concretas de cómo conducir 
el proceso y que no esté efectivamente, al vaivén de 
a veces de los caprichos de algunos Jueces que crean 
lo que yo he llamado jurisprudencia de baranda.

Les agradezco mucho por la atención y mil gracias 
por promocionar y por patrocinar estas Audiencias 
que sé que lo que buscan es una construcción 
colectiva de un texto, que nos va a servir a todos 
los Abogados Litigantes, a todos los Jueces de la 
República, a la Academia, para efectos de poder 
tener herramientas claras, precisas y concisas de 
cómo conducir el proceso. Mil y mil gracias.

Preside la Audiencia Pública el honorable 
Representante Diógenes Quintero Amaya.

Presidente:
Bueno, gracias al doctor Gerardo Botero. Un 

saludo también especial al Magistrado David 

Alberto José Correa, del Tribunal Superior del 
Distrito de Cúcuta que nos acompaña. Vamos a ir 
intercalando ahorita las intervenciones por parte 
de las Universidades, de profesores, investigadores 
y estudiantes que han hecho un trabajo de estudio 
respecto a este Proyecto de Ley y también al 
señor Procurador Cristian Mauricio, lo saludamos, 
más adelante tendremos la intervención de él y 
también del Magistrado Rubén Fernando Morales, 
de Bucaramanga, que está conectado vía Zoom y 
que el pasado fin de semana no pudimos hacer la 
Audiencia en Bucaramanga por efecto del paro de 
transportadores, entonces hoy participará  de manera 
virtual en esta Audiencia.

Para continuar, le vamos a dar la palabra al doctor 
Samir Alberto Bonnet, ¿salió el doctor Samir? El 
doctor Samir Alberto Bonnet va a intervenir en 
nombre de la Universidad Libre, también saludamos 
a Julián Pinzón que hará su participación en nombre 
de la Universidad Simón Bolívar extensión Cúcuta, 
a José Luis Monsalve Hernández de la Universidad 
Autónoma del Norte, al profesor Jorge Enrique 
Suárez de la Universidad de Pamplona y a la 
doctora Raquel Rueda Mancipe, de la Universidad 
Militar Nueva Granada. También tenemos aquí 
participación de la ciudadanía o de la sociedad 
civil de litigantes, sobre todo Abogados Litigantes 
que también tendrán su participación. ¿No sé si se 
demora el doctor Samir?

Continuamos, entonces, doctor Luis Antonio 
Muñoz, con una ponencia también el doctor Luis 
Antonio Muñoz, es de la Universidad Libre. Doctor 
Luis Antonio, por hasta quince minutos, por favor.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Luis Antonio Muñoz, Profesor de la 
Universidad Libre, seccional Cúcuta:

Buenos días a todos, ya debidamente 
identificados, por tiempo pues omito los nombres. 
Gracias por la invitación, en especial a mis 
estudiantes, la Universidad Libre honrada de estar 
aquí en esta Plenaria. Yo voy a hablar en realidad de 
uno de los principios angulares de los procesos, el 
proceso es un escenario de paz y en consecuencia, 
no puede perder ese norte, este Proyecto lo 
considero eficaz desde la Administración de Justicia 
por las siguientes razones: Por primera vez en la 
historia de la juridicidad procesal colombiana, he 
notado dos figuras novedosas en los Códigos y 
es en este Proyecto en donde lo encontramos, de 
un lado la Justicia Restaurativa y de otro lado las 
Audiencias Privadas del Juez. Eso por mi mente 
como académico, jamás pasó, Audiencias Privadas 
del Juez y es un tema de gran significancia.

Por un lado la Justicia Restaurativa en 
dos momentos: El primer momento, como 
herramienta del Juez y de las partes para llegar a 
una conciliación, es decir, le dice el Código a esos 
intervinientes en etapa de conciliación en la primera 
Audiencia, concilien y ustedes estimarán la Justicia 
Restaurativa, pero algo mucho más novedoso y 
en eso quiero expresar mi gran alegría, que no 
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solamente se fija la Justicia Restaurativa, sino que 
la amalgama con la Justicia Retributiva, con la 
Compensatoria, con la Terapéutica y con un fin, la 
reconstrucción de la relación en este caso laboral. 
Eso es de gran significancia, no sé si para nuestro 
país en este momento, pero es de gran significancia 
y la Academia aplaude esa intervención y aplaude 
ese artículo, porque además se acaba con el mito de 
que la Justicia Restaurativa llegó para aplastar la 
Retributiva, no, interactúan de manera armónica y 
es un reto para las partes y para el Juez.

En un segundo momento, el verbo que se aplica 
para el Juez Director del Proceso es aplicará en la 
conciliación estimarán y en los poderes del Juez 
durante todo el proceso estimo, pero sobre todo 
cuando se va a tomar decisiones, el artículo 3° le dice 
al Juez aplicará las mismas figuras, Restaurativa, 
Retributiva, Compensadora, Terapéutica, con fines 
de reparación y de reconstrucción del conflicto, del 
conflicto laboral, lo más humano que yo he visto en 
un procedimiento de este tipo. La pregunta que se 
hace es, ¿cómo se va a hacer?  Cómo vamos a hacer 
para que esto señores, por favor, de la Cámara de 
Representantes, ¿cómo vamos a hacer para que esto 
no sea letra muerta?

Los Jueces tendrán que capacitarse y en este 
Código, tendrá que incluirse un artículo que diga 
eso, que ordene al Estado Colombiano capacitar a 
los Jueces, porque no es fácil, la Universidad Libre, 
apreciados Representantes, tiene diecisiete años de 
estar trabajando en Justicia Restaurativa, tiene varios 
productos en el Centro de Investigaciones y se ha 
hecho un trabajo epistemológico que está a la mano 
de ustedes. Tenemos una optativa también de Justicia 
Restaurativa. ¿Los Jueces están preparados para 
amalgamar Justicia Restaurativa y Retributiva? Esa 
es la pregunta. De otro lado apreciados estudiantes, 
es una norma sustantiva dentro del Código de 
Procedimiento, o podríamos decir mixta, pero esas 
formalidades ya están desuetas y bienvenida esa 
norma sustantiva en el Código de Procedimiento del 
Trabajo y de la Seguridad Social.

El otro aspecto importante, Audiencias Privadas 
del Juez con las partes, con el objeto de también 
lograr una reparación y en donde de manera escueta, 
digo yo respetuosamente, dejan esa figura, es una 
institución que tiene vacíos, ¿deben estar regladas 
estas Audiencias? ¿En qué momento procesal? 
¿Antes, durante o después de esta Audiencia inicial, 
o en cualquier momento del proceso? Porque está 
ubicada en el artículo 258, es decir en la primera 
Audiencia, la de conciliación. ¿Dónde se hacen 
las Audiencias?  ¿Dónde se van a hacer? ¿En qué 
sede? ¿En el Despacho del Juez? ¿En otro sitio?  
¿Convocadas por el Juez, serán obligatorias? Y 
una cantidad de preguntas que no pueden quedar 
ahí como una figura que adorne el Código que 
se está comentando sin que tenga un mínimo de 
desarrollo en este tema, sin que tenga un mínimo de 
obligatoriedad.

Entonces, no perdamos, apreciados 
Representantes, esa oportunidad de desarrollar 

aquí esa estupenda institución que acabó de nacer, 
Audiencias Privadas del Juez con las partes en 
etapa de conciliación, es una preponderancia a los 
mecanismos alternativos de solución de conflictos, es 
una forma de robustecer desde la crisis del conflicto la 
relación laboral, es una forma de darle protagonismo 
no a quien viola la ley, sino a las víctimas de esa 
violación, es una oportunidad que no podemos 
dejar pasar. En resumidas cuentas, podemos decir lo 
siguiente, estamos ante un Código que transforma 
socialmente la Administración de Justicia, tremendo 
título trae el Código, Transformación Social de la 
Administración de Justicia, no dejemos en letra 
muerta esas dos instituciones, que por primera 
vez hacen la entrada a los Códigos Procesales de 
nuestro país. Y el gran reto a través de la ley, es 
darle todas las herramientas inclusive impositivas, 
al Gobierno nacional para que prepare a sus Jueces, 
a sus estudiantes, a sus Consultorios Jurídicos, a las 
facultades de Derecho. Muchas gracias.

Preside la Audiencia Pública la honorable 
Representante Astrid Sánchez Montes de Oca:

Presidenta:
Gracias profesor por sus aportes. Continuamos 

con la intervención del doctor José Luis Monsalve 
Hernández de la Universidad Autónoma del Norte, 
¿se encuentra? Bienvenido, profesor José Luis. 
Tiempo estimado quince minutos, sonido para el 
profesor.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor José Luis Monsalve Hernández, Profesor 
de la Universidad Autónoma del Norte:

Bueno, muchas gracias por la invitación a 
la Universidad Autónoma del Norte, Docente 
Laboralista, a ustedes de la Mesa, la junta 
principal, a los señores Jueces, estudiantes, colegas, 
compañeros. Yo hice una pequeña. Digamos, como 
este Código de Procedimiento fue muy social, 
muy participativo yo lo bajé a mis estudiantes, les 
dije a ellos que hicieran un análisis sobre un tema 
específico del Proyecto de Código Laboral, ellos me 
hicieron, bueno los estudiantes los puse a trabajar 
para que vieran desde el punto de vista de ellos 
como estudiantes, cuáles serían los tip los cuales en 
el futuro se irían a involucrar ellos.

Como la dinámica fue muy social, una dinámica 
que transformó llegando a la virtualidad a cada 
uno de los procesos, acortó esos procedimientos, 
entonces los estudiantes me decían lo siguiente: 
Doctor, definitivamente la virtualidad agilizó en 
todo momento la eficiencia, la eficacia y uno de ellos 
me decía, además, doctor, la productividad, yo no le 
entendía por qué la productividad en los procesos y 
ellos me decían, porque vamos todos al ganagana y 
el ganagana para ellos es que equilibra, equilibró, 
digamos, según ellos, lo que es el empleador con 
el trabajador, quienes hacen parte activa de estos 
procedimientos. Entonces, esa eficiencia y esa 
eficacia que se vio basado en la reforma que está 
proyectada, ellos dicen que definitivamente la 
virtualidad es el momento de hoy y que a Dios gracias 
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a este Proyecto de Ley, significó la transformación 
para las partes.

Ellos manejaban mucho la parte de empresarios 
como tal y los trabajadores y no solamente eso, ellos 
decían la parte sindical, los sindicatos son los que 
en realidad se asocian y tienen un principio muy 
claro. Bueno, es que sí me interesa porque es como 
el resultado de lo que nosotros trabajamos en clase 
y fueron dos clases con los estudiantes de Derecho 
Laboral Colectivo, lo que ellos manifestaron, porque 
es importante para que ustedes lo conozcan, más que 
nosotros como docentes, porque lo vemos sobre la 
experiencia que hemos tenido en el litigio y como 
docente. Bueno, ellos dicen, los estudiantes, frente 
a los actos procesales tiene en medios electrónicos 
decían que antes las notificaciones y muchos actos 
procesales, se realizaban principalmente de manera 
presencial o por correo físico, todos nosotros lo 
vivimos y nosotros los jóvenes, pues ya que ha 
pasado un poco de tiempo estamos en eso y ellos 
dicen que ese Proyecto, esa Reforma se introdujo 
el uso obligatorio en medios electrónicos, donde 
ellos manifiestan la eficiencia y la eficacia de esos 
procesos.

En las notificaciones personales ellos también 
identificaron, que antes las notificaciones personales 
a nosotros los Abogados Litigantes nos tocaba de 
manera personal, teníamos que ir allá al Palacio 
de Justicia y ellos manifiestan que hoy en día la 
virtualidad acortó esos tiempos y también identificó 
la eficiencia y eficacia, con respecto a inclusive los 
litigantes con los Jueces, entonces, ellos identificaron 
eso, que me pareció interesante. Plazos procesales, 
en los plazos procesales ellos manifestaron lo 
siguiente, que se ajustaron y en muchos casos 
redujeron los plazos procesales buscando mayor 
celeridad en la resolución de los conflictos laborales. 
Ahí en este momento, ellos involucran mucho, los 
estudiantes involucraban mucho al sindicato, ellos 
decían que a veces el sindicato aparecían cuando 
inicialmente había conflicto, pero no los tenían en 
cuenta antes del conflicto, ellos manifestaban eso, 
los estudiantes.

Entonces yo les decía, sí, siempre se han tenido 
en cuenta porque ellos se pronunciaban dentro 
de lo que era la relación empleador y trabajador, 
siempre lo hacían, pero ellos decían que no, que 
esa dinámica no era positiva, que ahora con la 
virtualidad independiente de todos los procesos, el 
sindicato iba a estar atento a esos procedimientos y 
con eso, ellos manifestaban que ese conflicto mismo 
de intereses individuales, tanto el empleador, como 
el trabajador, como el sindicato, se acortaba y se 
evitaba en el tiempo conflictos. Ellos manifestaron 
eso, me pareció también que era una situación 
importante.

En la simplificación de los procedimientos, antes 
decían algunos procedimientos eran más formales 
y requerían una serie de trámites que alargaban el 
proceso, hoy ellos vieron se simplificaron varios 
procedimientos, para que los juicios laborales sean 
más ágiles y menos formales, en términos de trámites 

y requisitos sin perder la rigurosidad jurídica. Las 
notificaciones por estrados, me decían a mí antes 
doctor a usted le tocaba que ir cada rato o todos 
los días, para ver las notificaciones por estrados, 
entonces nos tocaba, era un momento digamos 
agradable, porque ahí se encontraba con todos los 
colegas y hablábamos y terminábamos detrás de un 
café, pero ellos decían que ahora la virtualidad, esas 
notificaciones virtuales, logra para el litigante, para 
el demandante, o el demandado eficiencia, acorta 
plazos.

Finalmente, pues ellos dijeron que este Proyecto 
de la Reforma, les parece un Proyecto de ahora no 
de después, ni de antes, así lo dijo una estudiante y 
verdaderamente es así. Yo felicito a los que están 
involucrados en este procedimiento, que yo sé que no 
es fácil, pero es un análisis que va a ayudar mucho a 
nosotros los litigantes, al empleador, al trabajador, al 
sindicato y a todas las partes y a la sociedad misma, 
porque vamos a conocer el acortamiento, porque 
uno ve a los Jueces Laborales que viven atascados, 
porque tienen que esperar esos pasos. El acortar esos 
pasos genera lógicamente para todos, tanto para el 
Juez, para el demandante y al demandado, genera 
eficiencia y prontitud en la las respuestas que la 
Justicia debe dar. Muchas gracias.

Preside la sesión el honorable Representante 
Diógenes Quintero Amaya:

Presidenta:
Gracias al profesor José Luis Monsalve. 

Continuamos con el uso de la palabra por parte del 
doctor Samir Alberto Bonnet, de la Universidad 
Libre.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Samir Alberto Bonnet Ortiz, Profesor de 
la Universidad Libre - Seccional Cúcuta:

Bueno, por economía procesal como siempre 
decimos, nos unimos al saludo cordial que el señor 
Rector, que todos han hecho. Bien, yo quiero iniciar 
diciendo que intervengo en calidad de profesor 
de la Universidad Libre que hoy los recibe, buen 
provecho y también como miembro del Instituto 
Colombiano de Derecho Procesal. Quiero empezar 
por ahí, quiero aclarar un comentario que el doctor 
Botero hizo, sobre la forma como el concepto se 
presentó, el concepto lo hizo el suscrito, lo presentó 
al Instituto, el Instituto lo comparte en el sentido de 
aceptarlo, de aprobarlo y lo remite a la Comisión 
Primera, aún no aparece cargado en la página web, 
pero seguramente cuando se cargue ustedes van a 
ver el correo que quien remite el concepto no es el 
suscrito, sino directamente el Instituto Colombiano 
de Derecho Procesal. Es normal que algún miembro 
por supuesto, así como los mismos profesores de la 
Universidad, podamos tener diferentes opiniones. 
Entonces, quería primero aclarar el tema.

Bien, vamos a intentar sintetizar algunos puntos 
diciéndolo, así: Primero, reconocemos la necesidad 
del Proyecto, eso es algo, una idea, una iniciativa 
que hay que exaltar de la Corte y en el trabajo que se 
ha realizado. Sin embargo, desde que se publicó el 
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Proyecto, desde que se presentó en el Senado el año 
anterior, hemos venido adelantando ese estudio de 
fondo y hemos llegado a la publicación del ensayo 
el mes anterior y a partir de eso, es que hemos 
presentado la propuesta al Instituto y que también 
la Universidad les ha presentado hoy. Como se han 
dicho muchas cosas positivas del Proyecto y en 
efecto las tiene, nosotros nos vamos a concentrar 
en algunos puntos que generalmente no se plantean, 
que son muy específicos y que, digamos, pueden 
resultar ser cuestionables, vamos a intentar presentar 
algunos.

Primero, relacionados con la duración del 
proceso, el Proyecto procura, busca que el proceso 
laboral sea rápido, no se menciona tal vez la palabra 
plazo razonable que es la adecuada hoy en día, pero 
sí se percibe, por ejemplo, en novedades que ya han 
mencionado acá esa intención, el Reparto Territorial 
Nacional, es una medida extraordinaria, incluso ya 
están pensando para el proceso civil adaptarla. La 
Sentencia Anticipada, el procedimiento monitorio, 
todas estas son medidas verdaderamente novedosas 
y bienvenidas. Sin embargo, hay otras regulaciones 
que parecieran ir en contra de esa finalidad, ejemplo, 
no se establece el término que sí se fija hoy para que 
el Juez celebre la Audiencia de conciliación, que 
pasa a llamarse inicial, que son tres meses a partir 
de la notificación del auto admisorio, ese término 
desaparece, incluso no estaba incluido el término 
para celebrar la segunda Audiencia, en el Senado se 
incluyó.

Se establece una medida que a nuestro juicio es 
desacertada en el diseño, porque se va a permitir 
suspender la Audiencia de trámite y juzgamiento, si 
es necesario practicar un dictamen pericial, nosotros 
decimos es mejor la regla que establece el Código 
General del Proceso, que el Juez cuando decrete 
la prueba en la Audiencia inicial le establezca, 
le fije al perito que aporte el dictamen al menos 
diez días antes de la Audiencia y así no se afecta 
la concentración, lo mismo pasa con la inspección 
judicial, no se toma una medida como en el Código, 
para que la inspección de ser necesaria se practique 
antes de la Audiencia.

Se fija un término insuficiente a nuestro juicio, de 
diez días para dictar Sentencia en segunda instancia, 
ojalá fuera así, todos lo quisiéramos, quienes 
somos litigantes y especialmente las partes, pero yo 
pregunto a los señores Jueces que están acá y señores 
Magistrados de Tribunal, ¿si en estos momentos 
están en condiciones para dictar Sentencia en diez 
días? Ni siquiera un Juez de Tutela porque tiene 
veinte días para hacerlo. Entonces, yo creo que 
este término debe revisarse y debe ampliarse, debe 
ampliarse y lo más delicado con esto, es que no se 
señalan consecuencias en caso de incumplimiento 
de los términos.

El tema de la técnica que se ha planteado acá, 
en efecto desde que conocimos el Proyecto, hemos 
cuestionado que se hayan transcrito normas del 
Código General del Proceso y vamos a hacer una 
precisión, una cosa es que se tomen normas del 

Código General y se adapten, como por ejemplo 
ocurre con la norma que adiciona a los sujetos de 
derecho, los consorcios y las uniones temporales, 
eso es algo positivo porque es algo que viene 
reconociendo la jurisprudencia que no contiene 
el Código General del Proceso y en el Código se 
adapta, pero nosotros nos referimos es a los ciento 
diecinueve artículos que se copian de manera textual, 
literal, sin cambiar una sola coma, ¿qué dificultad? 
Preguntamos, ¿existiría en que el Juez tenga abierto 
los dos Códigos como lo hacen hoy en día? Ahí 
encontramos por ejemplo algunas cuestiones, fíjense 
de la tercera, ¿qué ocurre? ¿qué va a ocurrir cuando 
esas normas que se están copiando hoy del Código 
General del Proceso allá avancen? Por ejemplo, hay 
dos Proyectos en este momento en el Congreso, 
que buscan modificar normas relacionadas con los 
embargos en el proceso ejecutivo, si esas normas las 
tomamos de la norma vigente hoy y las llevamos al 
Proyecto, cuando se reformen en el Código General 
acá vamos a quedar atrasados, pero eso es solo un 
ejemplo.

Miremos lo siguiente, en ningún lugar del mundo 
existe un Código como el que se pretende acá, es 
decir, que tenga todas las disposiciones, ahí tenemos 
cuatro ejemplos nada más, en Perú tiene sesenta y 
ocho artículos, todo lo demás Código del Proceso 
Civil, Uruguay treinta y dos, Nicaragua ciento 
sesenta y tres, España que es donde más tiene, 
miren la norma de aplicación supletoria que tienen 
y por ejemplo incluso en el proceso contencioso 
administrativo actual ocurre lo mismo, de hecho 
es un Código extenso, pero que siempre mantiene 
la remisión al Código General del Proceso, pero 
lo más importante de esto no es si se copian o no 
los artículos, doctor Diógenes, la cuestión es que 
cuando esos artículos se han llevado del Código 
General al Proyecto, se han omitido unas partes o 
se han agregado otras que en nuestro sentido van a 
tener una afectación.

Veamos algunas, acumulación de pretensiones, 
de hecho esa norma está hoy en el Código en el 
artículo 25ª, pero por una razón que uno no entiende 
yo creería que deben ser seguramente errores, el 
trabajo ha debido ser muy arduo para compilar 
esas normas y por ahí les faltó el Inciso 2° del 
artículo 88 del Código General del Proceso, que 
permite acumular pretensiones cuando se trata de 
pagos periódicos como el salario, o la pensión, esta 
norma es importantísima en el proceso laboral, si se 
mantiene así, significa que un trabajador que solicita 
el reintegro, no podrá pedir que se le paguen los 
salarios que se vayan causando, o por ejemplo en 
temas de pensiones, lo cual es sumamente necesario.

Siguiente ejemplo, confesión presunta, con la Ley 
794 de 2003, se exigía al Juez señalar claramente 
cuáles eran los hechos que se tenían como probados 
por la inasistencia de la parte, esa norma desapareció, 
esa exigencia desapareció con el Código General del 
Proceso, ¿por qué?, porque el Juez valora la prueba 
es en la Sentencia no en la Audiencia en la que 
constata la inasistencia de la parte, pero por alguna 
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razón los Jueces Laborales cumplen con esto sin que 
esa norma, primero no existe en el Código Procesal 
del Trabajo, se aplica la del Código General pero 
allá tampoco existe. Sin embargo, sí es cierto que 
la Jurisprudencia de la Corte lo exige y cuando el 
Juez por ejemplo, no hace esto en la Audiencia, pero 
lo tiene como probado en la sentencia, prospera la 
apelación o la Casación.

Entonces, aquí tenemos otro ejemplo, vamos con 
otro, adición de providencias, hoy en día esta norma, 
esta figura no está regulada en el Código Procesal 
del Trabajo, se aplican las normas del Código 
General del Proceso, se puede complementar tanto 
una Sentencia como un Auto, pero en el Proyecto 
se transcribe solo el inciso 1° del artículo 287, pero 
no los restantes en los que al final se dice también 
se podrán adicionar los Autos, ¿qué ocurre? Con el 
Proyecto si se aprueba así, solo se podrá adicionar 
la Sentencia, pero hay Autos en los que los Jueces 
omiten ciertas decisiones, como por ejemplo 
cuando el Juez omite decretar una prueba, no la 
está negando, no podemos presentar recurso, la 
está omitiendo, pero con esta norma con el artículo 
207 no se va a poder solicitar la complementación. 
Entonces, miren cómo hoy sin tener esta norma, 
podemos aplicar la del Código General del Proceso 
y permite la adición de Sentencias y de Autos, pero 
llevándola al Código, se omite la adición de Autos, 
mucho cuidado con ese tema.

Siguiente, notificación electrónica, esto es algo en 
lo que venimos llamando la atención, en mi concepto 
siempre lo hemos dicho,  uno de los problemas más 
graves que tiene el proceso laboral tiene que ver con 
las notificaciones, viene la pandemia, tenemos la 
notificación electrónica y gracias a la Jurisprudencia 
de la Corte Suprema de Justicia por vía de tutela, 
todas esas dificultades se han aclarado, pero en el 
Proyecto se incluye esta norma que a nuestro juicio 
va a paralizar todo proceso laboral, porque lo que 
se exige hoy en día es que se tenga certeza de que 
el demandado ha recibido el correo electrónico, 
pero acá se va a pedir no solamente eso, sino que 
también si fue leído o descargado. Digo yo, ¿cuántos 
quisieran que el pago del crédito hipotecario 
dependiera de que uno abriera el correo electrónico 
y lo leyera? Nadie pagaría, lo mismo va a ocurrir 
con esto, si el demandado no quiere leer el correo 
electrónico, pero lo tiene en pantalla, nunca va a 
operar la notificación, nunca va a correr el término 
de traslado, hay que tener mucho cuidado con esto 
y con mayor razón, cuando se prohíbe constatar con 
la captura de pantalla, ya la Corte ha definido que 
podemos notificar hasta por WhatsApp, ¿cómo se 
prueba eso? Con la captura de pantalla.

Ejecución por sumas de dinero, hoy en día esta 
norma no existe en el Código Procesal del Trabajo, 
se toma del Código General del Proceso, es el caso 
típico del proceso ejecutivo para cobrar una suma, 
pero en el Proyecto se incluye por obligaciones de 
hacer y de no hacer y esta falta, entonces creemos, 
que si finalmente se mantiene la tesis de la Corte de 
que el Proyecto contenga todas esas normas calcadas, 

repetidas del Código General del Proceso, pues que 
ésta se incluya porque va a ser fundamental, de lo 
contrario no va a haber una norma que defina qué se 
entiende por cantidad líquida en una cifra numérica, 
es importantísimo, es fundamental tener esto.

Formas de efectuar los embargos y bienes 
inembargables veíamos y se nos dice que el 
Proyecto busca tener un Código autónomo, en 
el que no debamos acudir al Código General del 
Proceso, pero ¿qué pasa cuando lleguemos al 
proceso ejecutivo y se vaya a realizar un embargo? 
No se está llevando el equivalente del artículo 593 al 
Proyecto, o sea no hay forma de realizar embargos, 
ejemplo, ¿cómo se hace el embargo de una suma 
de dinero depositada en una cuenta bancaria? Eso 
lo regula el artículo 593 y en el artículo 594 está 
el listado de bienes inembargables, si no se llevara 
diría uno pues no habría bienes inembargables en el 
proceso laboral, tampoco vamos a llegar al absurdo, 
diría alguien pues que el Juez aplique el artículo 
594, porque así lo establece el Código, el mismo 
Proyecto, me pregunto yo y si finalmente nos vamos 
a remitir, ¿por qué también no nos remitimos con los 
ciento diecinueve artículos que están literalmente 
calcados? No los que están adaptados, eso sí por 
supuesto entendemos que son necesarios con esas 
adaptaciones, pero me refiero a los ciento diecinueve 
que están calcados, literalmente copiados.

Declaración de la propia parte, ojo con esto, 
siguiendo el Código se acepta la declaración de la 
propia parte como nuevo medio de prueba, pero para 
que eso funcione en el Código General del Proceso, 
se ha modificado el artículo 198 y la expresión es a 
solicitud de parte, porque anteriormente el Código 
de Procedimiento tenía esta redacción “a solicitud 
de la contraparte”, porque claro la contraparte 
solicita el interrogatorio de la contraria para 
provocar confesión, pero hoy es posible solicitar la 
declaración de la propia parte, más allá de algunas 
discusiones de doctrina que hay en el tema, esta 
expresión creo yo también debiera revisarse, si no 
existiera esta norma en el Proyecto, se aplica la del 
Código General del Proceso.

Vienen lo que llamamos acá, me excusan un 
minutito tal vez porque quiero concluir con esto, 
lo que llamamos graves problemas de diseño, de 
elaboración del Proyecto, el artículo 264 señala 
unos casos en los que se extiende el proceso de 
fuero sindical a otros fueros y a otras circunstancias, 
perfecto, eso está muy bien, lo que ocurre es que 
se incluyen dos pretensiones que también tienen un 
trámite aparte, o sea que la declaratoria de ilegalidad 
del cese se va a tramitar como proceso de fuero 
sindical, pero según el artículo 302 tiene un trámite 
distinto, lo mismo la cancelación de sindicatos, acá 
será oral, pero allá será escrita, entonces, ¿qué hay 
que hacer? Definir si se quiere mantener la extensión 
y eliminar los artículos 302 y 314, o si se quieren 
mantener como procesos especiales, excluirlos 
de la extensión del artículo 264, porque tenemos 
pretensiones con procedimientos incompatibles, al 
menos en el segundo caso.
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Planteamos en la Comisión Primera en el mes 
anterior, el problema con la prescripción, ya la 
Cámara aprobó la Reforma Laboral al menos 
en el Primer Debate, allá se adoptó esa norma de 
prescripción, cambia de tres a cinco años, pero lo 
más trascendental, es que el término empieza a 
contarse desde que termina la relación laboral, el 
sistema actual es que el término es de tres años y el 
término se cuenta mientras la relación esté vigente, 
desde que la obligación se hace exigible que es la 
mayoría de obligaciones, son sistemas totalmente 
incompatibles, ni siquiera nos atrevemos nosotros 
a decir cuál es el que deben adoptar, simplemente 
lo que queremos es advertir que son dos sistemas 
incompatibles y que se debe revisar cuál es el que 
jurídica o políticamente consideran viable, para 
que termine siendo el mismo tanto en la Reforma 
Laboral como en el Proyecto.

Este importantísimo para los constitucionalistas, 
en el proceso ejecutivo ya termino, en el proceso 
ejecutivo se establece una limitación que revive 
el artículo 107 en gran parte, el artículo 107 del 
Código originario establecía, que cuando se trata 
de una ejecución basada por ejemplo en Sentencia, 
solamente se podía alegar la excepción de pago, esa 
Sentencia esa norma mejor, fue declarada inexequible 
en 1990 por la Corte Suprema de Justicia por violar 
el derecho a la defensa, hoy se trae y solo se le 
agrega la de compensación, me pregunto, ¿habrá 
Cosa juzgada constitucional? Y preguntándole a 
compañeros constitucionalistas, dicen claro que sí, 
esa norma sería inconstitucional inmediatamente 
se presente la demanda ante la Corte, más allá 
del debate que existe válido por supuesto, sí debe 
operar la prescripción una vez se dicte sentencia y 
se declare judicialmente el derecho.

Entonces, me excusan que me haya tomado dos 
minutitos, pero queríamos plantear esto y por último 
quiero decir, que nosotros no nos oponemos al 
Proyecto, simplemente lo que hacemos es presentar 
propuestas, porque consideramos que tal vez sería 
peor si esto no se hiciera ver y de pronto terminara 
aprobado, porque son temas como les digo muy 
precisos, muy puntuales. Muchas gracias.

Presidente:
Gracias al doctor Samir. Vamos a continuar con 

la presentación del doctor Sandro José Jácome.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

al doctor Sandro José Jácome, Profesor de la 
Universidad Libre Seccional Cúcuta:

Muy buenos días a todos, un fraternal saludo 
unilibrista, por efectos del tiempo también 
respetuosamente omitimos el saludo protocolario y 
nos unimos a los saludos anteriores, especialmente 
el de nuestro Rector seccional a todos los presentes. 
Yo traigo una pequeña reflexión, para que ojalá se 
revise con cuidado en la Cámara doctor Diógenes, sin 
desconocer todos los avances que trae efectivamente 
el nuevo Código con todo lo que se ha mencionado 
acá por quienes me precedieron y obviamente, sin 
desconocer las observaciones que ha hecho el doctor 

Samir Bonnet y que por supuesto estamos en línea 
con la gran mayoría de ellas, en la medida que son 
productos que han sido cuidadosamente estudiados 
por parte de la Universidad Libre en cabeza del 
doctor Samir y de ese grupo de semilleros que lo 
acompañan.

Yo traigo una reflexión, que tiene que ver con la 
tutela judicial efectiva que no la vemos dentro del 
Código, dentro del Proyecto de Código y que creemos 
que es una oportunidad histórica incorporarla, 
porque es que se trata de un derecho especial, de 
un derecho tuitivo, de un derecho protector el que 
buscamos materializar con el proceso. Hoy vemos 
historias como la del señor Pedro Pérez a manera 
de ejemplo, que inició un proceso laboral ordinario 
en el año 2007, en el año 2009 obtuvo Sentencia en 
firme y ejecutoriada sobre un reajuste pensional en 
contra de la Caja Nacional de Previsión, este señor 
inicia el proceso ejecutivo y al sol de hoy, agosto de 
2024, todavía no ha tenido una resolución de tutela 
judicial efectiva a pesar de que tuvo Sentencia en 
firme en el año 2009.

¿Problemas como cuáles? Hoy en día es la UGPP la 
que asumió las obligaciones pensionales de Cajanal, 
pero hoy encontramos que la otra entidad que va a 
asumir obligaciones pensionales y a propósito de 
la Reforma Pensional, va a tener obligaciones a su 
cargo de carácter universal que es Colpensiones, 
porque estarán integrados todos los colombianos 
en el sistema de Colpensiones, pues estas entidades 
encontramos dificultades en la práctica como 
por ejemplo primera dificultad imposibilidad de 
embargar recursos a estas entidades. Y entonces 
claro, como hay una imposibilidad de embargar 
recursos, pues el proceso ejecutivo que demore todo 
lo que quiera, o la entidad arbitrariamente paga lo 
que considera debe, pero no lo que dice la sentencia, 
entonces hay una gran dificultad en la práctica.

Otra dificultad que encontramos, es que no 
tenemos unas medidas robustas en el proceso 
ejecutivo para poder materializar la sentencia y 
es que, por ejemplo, además de que no podemos 
embargar los recursos de estas entidades de Seguridad 
Social, el otro problema que se presenta es que no 
hay términos y no hay plazos para la resolución del 
proceso ejecutivo y no hay términos, ni hay plazos 
perentorios para la liquidación del crédito aprobada 
por el Juez, que es con la que finalmente se pudiera 
materializar la sentencia del proceso ordinario, 
porque hoy en día existe un punible de fraude a 
resolución judicial, pero resulta que la entidad de la 
Seguridad Social por ejemplo incumple, incumple, 
no la pueden embargar, no se puede hacer nada, pero 
aún ni siquiera puede ir usted a la Justicia Penal, 
porque en la Justicia Penal diría la entidad pública 
es que como todavía un Juez no ha dicho cuánto es 
lo que debo producto de la sentencia, yo no incurro 
en fraude procesal.

Ese señor Pedro Pérez, que le cuento, es un 
caso de la vida real y hoy a 2024 no hay todavía 
una liquidación aprobada por el Juez, entonces, 
¿qué proponemos para el Código? Robustecer 
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entonces que haya una tutela judicial efectiva, 
una efectiva materialización de los derechos 
laborales y pensionales mirando entonces cómo 
incorporamos la embargabilidad de los recursos de 
las entidades de Seguridad Social, obviamente de 
manera excepcional, tratándose de obligaciones de 
tipo económico que tengan que ver con el Sistema 
General de Pensiones, tampoco estamos diciendo 
que haya una puerta abierta a esas medidas de 
embargos y de medidas cautelares.

Y la otra proposición entonces es, el proceso 
ejecutivo tratar de colocarle un plazo perentorio 
razonable, no solo para que se produzca el Auto que 
ordene continuar con la ejecución, sino también un 
plazo razonable para que una vez quede en firme el 
Auto que ordena continuar con la ejecución, haya un 
plazo razonable para que se apruebe la liquidación 
del crédito, solo así se podrá materializar la tutela 
judicial efectiva del justiciable, pobre, vulnerable, 
que acude a la Jurisdicción Laboral con la esperanza 
de que haya un derecho intuitivo, protector, pero 
tenemos Sentencias para enmarcar, porque les voy a 
contar la historia triste, el señor Pedro Pérez falleció 
hace dos meses y entonces duró más de quince años 
esperando materializar su reajuste pensional y no 
pudo, hoy hay un lío con los sucesores procesales.

Otra situación sobre la cual queremos llamar 
especial atención, es la que tiene que ver, ahí 
partimos de una diferencia con el profesor Samir y es 
que nosotros sí consideramos que por la esencia de 
este derecho, pues en este derecho laboral no puede 
existir la prescripción, porque si nosotros tenemos 
un artículo 53 que señala que los derechos laborales 
son inalienables pues son imprescriptibles, tenemos 
un Código Iberoamericano de la Seguridad Social 
aprobado que es Ley de la República, que señala 
que estos derechos son irrenunciables, artículo 53, 
pero el artículo 1° del Convenio que es Ley de la 
República señala que son derechos inalienables, 
no pretendemos hablar de una prescripción frente a 
los derechos que están en discusión, sino frente a 
aquellos derechos que ya son ciertos, es decir los 
que ya están en una Sentencia ejecutoriada.

Pero no solo en la Sentencia ejecutoriada, sino 
también hay otra tipología de títulos ejecutivos, como 
actas de conciliación, como acuerdos transaccionales 
y toda la multiplicidad de acuerdos donde ya no hay 
derechos en discusión, consideramos también que 
no debe proceder la excepción de prescripción, no 
debe proceder, pues hombre si ya no la dejamos 
en el Proyecto de Código decimos mire no hay 
prescripción del título ejecutivo proveniente de 
la Sentencia, pues obviamente por sustracción de 
materia también es lógico pensar que no debiera 
extenderse también la excepción de prescripción 
para cualquier otro título ejecutivo. De igual manera 
hay derechos ciertos, irrenunciables reconocidos, 
sobre los cuales no hay discusión entonces se cae el 
pretexto de la prescripción que es seguridad jurídica, 
porque seguridad jurídica ya hay.

Entonces, en ese orden de ideas, esas son las 
proposiciones que se las estaremos haciendo llegar 
por escrito al doctor Diógenes. Muchas gracias.

Presidenta:
Gracias, doctor Sandro Jácome. Vamos a darle la 

participación al doctor Cristian Mauricio Gallego, 
quien es Procurador Judicial en lo Laboral.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Cristian Mauricio Gallego, Procurador 
Judicial en lo Laboral:

Buenos días, uniéndome un poco a las palabras 
que anteceden, un saludo general para todos a fin 
de no dilatar la intervención y podernos adentrar al 
aspecto importante, darles unas gracias en nombre de 
la Procuraduría General de la Nación y la Delegada 
para Asuntos del Trabajo, la doctora  Margarita 
Ojeda por la invitación, hago una aclaración, voy a 
intervenir uno, como Procurador Judicial, también 
como docente de la Universidad Libre en el área 
Derecho Laboral, así que pues la intervención va a 
tener esa doble connotación.

Quiero como Agente del Ministerio Público, 
llamar la atención en particular frente a una 
preocupación que tenemos los Procuradores 
Judiciales y es que consideramos que la redacción 
que tiene el artículo 18 del Proyecto, recoge unas 
limitaciones que la jurisprudencia de la Sala de 
Casación Laboral le ha dado a la intervención del 
Procurador Judicial y que consideramos deja a la 
Procuraduría sin herramientas para cumplir con 
la función constitucional que le compete, ¿en qué 
sentido? El artículo 278 de la Constitución, dice 
que la Procuraduría interviene en el proceso con 
tres finalidades: La protección de la integridad del 
ordenamiento jurídico, la protección de derechos y 
garantías constitucionales y una tercera, que es tal 
vez donde más se ve la actuación de la Procuraduría, 
es la protección del patrimonio público.

Dentro del proceso laboral, el Procurador no es 
una parte más dentro del proceso, teóricamente se 
dice es un sujeto procesal especial, bajo esa lógica 
la Corte Constitucional en la Sentencia T-392 de 
2010 y la Sala Laboral de la Corte Suprema en 
la Sentencia del 7 de octubre del 2008 dentro del 
radicado 32641 venía señalando, que en esa calidad 
de sujeto procesal especial la Procuraduría no 
tenía las mismas restricciones para intervenir en el 
proceso, que las tienen las partes, es decir no está 
sujeta a las etapas procesales en las que puede las 
partes intervenir, sino que puede intervenir en 
cualquier etapa del proceso y entre esas por ejemplo, 
proponer excepciones que no se hubiesen propuesto 
durante el traslado de la demanda y durante mucho 
tiempo la Procuraduría pues actuó de esa manera.

Sin embargo, en la Sentencia del 2018 la SL-2501 
la Corte Suprema de Justicia, revalora el asunto y en 
la práctica consideramos, le dio a la Procuraduría un 
tratamiento igual al que tendrían las partes dentro 
del proceso y sujeta sus intervenciones dentro de las 
mismas etapas, por ejemplo, si hay una excepción de 
prescripción que se deba proponer en salvaguarda 



Gaceta del Congreso  1761	 Viernes, 18 de octubre de 2024	 Página 17

del patrimonio público, que es tal vez donde más 
nos interesa, porque sabemos si es un particular el 
empleador, pues bueno el particular tiene la libre 
disposición de sus bienes y puede renunciar a la 
prescripción, si es una entidad pública, pues la 
situación cambia y de hecho más adelante vamos a 
hacer una referencia, una comparación a cómo opera 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, donde se resalta de 
verdad y con una mayor importancia, la necesidad 
de que el mismo Juez también proteja el patrimonio 
público.

¿Qué ha pasado? Los Jueces cuando admiten la 
demanda, muchas veces incluso notifican primero 
a la Procuraduría y después al demandado, ¿qué 
pasa? Cuando se vence el término para intervenir 
el Procurador, todavía a veces están corriendo los 
términos para que intervenga la parte demandada, 
hasta ese momento conocemos una parte de la 
historia, no conocemos la controversia completa. 
Cuando ya contestan la demanda, o ya se venció 
el término para el Procurador intervenir, o 
desconocemos todavía la otra versión donde se 
aclaran muchos aspectos, que son relevantes para 
poder que la Procuraduría haga una intervención 
efectiva. Entonces, resaltamos que esa decisión que 
tomó la Corte Suprema en el 2018 y que la recoge 
íntegramente el artículo 18 del Proyecto, nos deja 
nuevamente en esa posición de los Procuradores, 
vamos a actuar con unas limitaciones de partes 
y donde por ejemplo esa necesidad de proteger el 
patrimonio público que es mandato constitucional 
de verdad carecemos de una herramienta que nos lo 
permita hacer de manera efectiva.

Consideramos que bajo los dos sistemas, el que 
se planteó primero por la Corte Constitucional y 
la jurisprudencia inicial de la Corte Suprema de 
Justicia es respetar esa calidad de sujeto procesal 
especial de la Procuraduría y permitirle, que haga sus 
intervenciones aún por fuera de las etapas procesales 
propias de las partes, a fin de poder garantizar 
realmente la protección del patrimonio público. 
Vamos a decir bueno, pero, ¿por qué la Procuraduría 
ese trato diferente? Lo primero, no participamos en 
todos los procesos, sabemos la intervención de la 
Procuraduría es eventual y selectiva y dos  también 
el número de Procuradores es reducido, a lo largo y 
ancho del país creo que somos treinta Procuradores 
Judiciales entre grado uno, grado dos, diríamos 
bueno pues hay que ampliar entonces la planta de 
personal de la Procuraduría, pero ahí entramos en 
otra discusión, que es el tema presupuestal para 
financiar esa ampliación de la planta de personal de 
la Procuraduría.

Entonces, en las condiciones actuales, vemos 
que la Procuraduría realmente carece de unas 
herramientas, que le permitan de verdad hacer 
efectiva ese mandato constitucional del artículo 
77 de la Constitución en cuanto a la protección 
del patrimonio público, sin exagerar son miles de 
millones de pesos los que normalmente ahorraba 
de manera recurrente la Procuraduría al patrimonio 

público al hacer esas intervenciones. Adicionado a 
que ahí hay un tema de ética, a veces de omisiones o 
negligencia de la defensa de las entidades públicas, 
que muchas veces no intervienen en la contestación 
de la demanda o a veces llamando la atención 
intervienen, pero habiendo unas prescripciones 
allí que son relevantes y que ellos saben que 
no hubo interrupción, porque tienen todo el 
expediente administrativo para poderlo verificar, la 
Procuraduría no lo tiene si hubo o no esa interrupción 
o la suspensión de la prescripción y no proponen la 
excepción. Allí uno podría preguntarse, ¿por qué 
no lo hizo? Bueno, puede haber múltiples razones 
por las cuales no la hizo, pero recurrentemente pasa 
poniendo en riesgo el patrimonio público tanto a 
nivel de Derecho Laboral como a nivel de Seguridad 
Social.

Entonces, hacemos esa primera reflexión que 
es la postura que ha asumido la delegada de la 
Procuraduría, solicitando que en el Proyecto de Ley 
se recoja la jurisprudencia que estaba en la Sentencia 
T-392 de 2010 y en la Sentencia del 7 de octubre del 
2008, Radicado 32641, que le da esas facultades a 
la Procuraduría para que actúe de verdad como un 
sujeto procesal especial, no como una parte más 
dentro del proceso porque no tenemos realmente 
esa finalidad y entre otras cosas, hasta que no se 
integre la litis nosotros no conocemos realmente los 
alcances de la controversia que se está sometiendo 
al conocimiento del Juez, conocemos solamente lo 
que dice la parte en la demanda.

Esa es la tesis de la Procuraduría y que creo como 
Agente del Ministerio Público debo presentársela 
a los señores Representantes la Cámara, ya esa 
propuesta se había presentado en su momento a 
la Corte Suprema de Justicia, también la delegada 
presentó un escrito ante el Senado planteando la 
observación y hasta el momento no se ha incorporado 
en el Proyecto de ley. Entonces, creemos que sigue 
con el texto actual que tiene el Proyecto de Ley la 
Procuraduría queda con esas restricciones y que 
creemos pues cuando hablamos de patrimonio 
público, es una preocupación que nos interesa a 
todos.

Una segunda postura que queremos plantear 
y que la hago y que se alinea con el papel de la 
Procuraduría, pero también la hago más desde 
el punto de vista académico como docente de la 
Universidad es la siguiente, hoy en día en Colombia 
tenemos una duplicidad de Jueces para efectos de 
llevar las controversias en materia de Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social, si es un trabajador 
del sector privado o un trabajador oficial, la 
competencia es de la Jurisdicción Ordinaria en su 
especialidad Laboral, pero si esa misma controversia 
se va a plantear por parte de un empleado público, 
en principio esa competencia, ese conocimiento, esa 
controversia va a ir a los Jueces de lo Contencioso 
Administrativo en virtud de lo establecido en el 
artículo 104, Numeral 4 del CPACA y encontramos 
allí que en defensa también del patrimonio público, 
hay una diferenciación de trato muy significativa 
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que es la siguiente: dice el artículo 187 del CPACA 
lo siguiente, que el Juez al momento de proferir 
Sentencia, debe decidir sobre las excepciones 
propuestas y cualquier otra que el fallador encuentre 
probada de acuerdo a los hechos planteados en el 
proceso.

Mire que el Juez Administrativo tiene y eso 
estaba inclusive también en el antiguo Código 
Contencioso Administrativo, el Juez Administrativo 
en la función de Juez, le dan también un papel 
primordial de proteger el patrimonio público, un 
Juez Administrativo en un proceso de Derecho del 
Trabajo o de Seguridad Social de un empleado 
público, si lo encuentra probado y aún aunque las 
partes no lo hayan alegado, puede declarar de manera 
oficiosa la excepción de prescripción, ¿qué pasa en 
materia laboral y que lo está recogiendo íntegramente 
también el Proyecto de Ley en el artículo 203 en 
el Parágrafo 3°? En ese Parágrafo se reproduce 
en buena parte y casi textual, lo establecido en el 
Código General del Proceso en el artículo 282, el 
artículo 282 del Código General del Proceso y en el 
23 del Parágrafo 3 del Proyecto de Ley señala, que el 
Juez al proferir Sentencia deberá resolver sobre las 
excepciones de mérito que le hayan sido propuestas 
y que deberá declarar de oficio, cualquier otra que 
encontrare probada excepto la de prescripción, 
compensación y nulidad relativa.

Entonces, miren que ahí encontramos que un 
asunto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social dependiendo ante el Juez que lo llevemos, 
nos lo van a poder resolver de una manera diferente 
frente a esos tres aspectos, el Juez Administrativo 
si no le propusieron la excepción de prescripción 
en protección del patrimonio público y cumpliendo 
un deber constitucional, puede declarar de manera 
oficiosa esa excepción, si es un trabajador oficial, 
o un particular que va ante el Sistema de Seguridad 
Social, cuyos recursos también son de naturaleza 
pública y lleva esa controversia ante el Juez Laboral 
y por alguna razón, por omisión, por negligencia, 
por una falta de ética, por la que sea no se propone 
la exención de prescripción, el Juez Laboral tiene 
prohibido declarar esa excepción.

Entonces, vemos allí una diferencia de trato, que 
uno, pone en riesgo el patrimonio público y dos está 
generando un trato desigual para los trabajadores 
colombianos y usuarios del Sistema de Seguridad 
Social, que dependiendo ante el Juez al que les 
corresponda acudir, van a tener un trato diferente. 
El Juez de lo Contencioso Administrativo sí le va a 
declarar esa excepción de manera oficiosa, el Juez 
Laboral tiene completamente prohibido so pena de 
prevaricar declarar esa misma excepción, tratándose 
del mismo patrimonio público, incluso la misma 
entidad demandada puede ser Colpensiones ante el 
contencioso, si es empleado público o Colpensiones 
ante el Juez Laboral si es un trabajador oficial o un 
particular.

Entonces, queremos llamar la atención en ese 
aspecto, que consideramos es una posibilidad, 
una oportunidad yo creo que única que tenemos 

de alinear ese aspecto en pro de tratar de proteger 
realmente el patrimonio público y de esa manera 
incluso creo estaríamos solucionando también la 
problemática que tiene la Procuraduría en cuanto 
a las limitaciones en la intervención, pero además 
también estaríamos dándole un trato igual a los 
usuarios de la Administración de Justicia, porque 
de verdad si uno lo analiza pues en atención al 
derecho y principio de igualdad del artículo 13 
de la Constitución Política uno se pregunta por 
qué este trabajador que acude a la Jurisdicción de 
lo Contencioso allá sí no puede aspirar a que le 
paguen unos derechos prescritos, porque hay que 
proteger el patrimonio público, mientras que el que 
acude al Juez Laboral sí va a jugar a ver e incluso 
se da hasta la tentativa allí de buscar a través de 
algunos mecanismos, para evitar que el apoderado 
de la Administración Pública proponga en su 
debido tiempo las excepciones de prescripción, 
compensación y nulidad relativa, que consideramos 
tiene también un problema ahí colateral y es que 
da una ventana para la oportunidad a incurrir en 
faltas a la ética, que sabemos en los pasillos de los 
Juzgados suele a veces indicarse, ¿por qué aquí no 
se propuso esa excepción si contestó la demanda? 
Uno se imagina cosas, no puede afirmarlas, pero son 
situaciones que pasan en la realidad.

Entonces, quisiera hacer esa propuesta desde 
el punto de vista académico, lógicamente pues en 
la calidad de Procurador intento también alinearla 
en ese sentido, pero considero que permitiendo, 
modificando el artículo 203 Parágrafo 3° donde 
se señala expresamente que el Juez podrá declarar 
de oficio esas excepciones de prescripción, 
compensación y nulidad relativa en protección 
del patrimonio público de manera oficiosa, pues 
estaría igualando el trato de los usuarios de la 
Administración de Justicia ante la situación que 
se da en el CPACA y a la vez, pues estaríamos 
preocupándonos de una manera muy juiciosa, 
de que se proteja ese patrimonio público y evitar 
algunas conductas que podrían allí incurrir incluso 
con aspectos delictivos por parte de los mismos 
apoderados de la Administración Pública. Esa sería 
la intervención que quería dar, muchísimas gracias 
por su atención.

Presidente:
Gracias al Procurador Judicial Cristian Mauricio. 

Continuamos con la presentación de Julián Pinzón 
de la Universidad Simón Bolívar.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Julián Pinzón de la Universidad Simón 
Bolívar, de la Universidad Libre Seccional 
Cúcuta:

Bueno, buenos días, por cuestiones de tiempo 
no voy a hacer tampoco el saludo extensivo y 
protocolario, agradecerle a mi casa de estudio 
en la Universidad Libre de donde egresé por esta 
invitación, al Congreso por organizar estos eventos 
y a los Jueces y demás que están aquí en este evento. 
Bueno para hacer mi intervención, yo quisiera dar 
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primero un contexto de lo que puede ocurrir en el 
plano de la reclamación de unos derechos, pensemos 
en la mujer trabajadora, que ha prestado servicios 
como trabajadora del servicio doméstico durante 
una cantidad de tiempo mínima, un año, menos de 
un año, que es despedida o que renuncia y busca la 
ayuda o la asesoría para que se le reconozcan las 
prestaciones sociales, las vacaciones compensadas y 
en algunas ocasiones para que le paguen un reajuste 
salarial, que es lo que más se presenta de manera 
habitual en el caso de estas personas.

Llegar a las entidades del Estado como el 
Ministerio del Trabajo pedir una Audiencia de 
conciliación y enfrentarse que el empleador no 
tiene ánimo conciliatorio, no le queda más camino 
que ir a donde el Juez del Trabajo, cuando llega 
donde el Juez del Trabajo lo primero que hace uno 
es analizar qué medios de prueba tiene esa mujer 
trabajadora, para poder obtener en cierta medida 
una decisión judicial favorable. Entonces, tenemos 
que acudir a entender que lo que ocurre en realidad 
es que los acuerdos son verbales, es la verdad, muy 
poco casi nulo el acuerdo formal de vinculación 
laboral para este grupo de mujeres trabajadoras, 
entonces, ¿cómo hace para demostrar la relación 
laboral esta mujer? Debe valerse de los testigos y 
resulta que la realidad del trabajo doméstico es que 
no hay compañeros de trabajo, quienes fueron sus 
empleadores obviamente son contraparte de ella y 
otras personas que presenciaron la prestación de ese 
servicio no van a ir a declarar a su favor porque son 
familiares del empleador.

Entonces, surge la necesidad ya mirando el 
Proyecto de reforma al Código, de abrirle la 
posibilidad de que a través de la declaración de parte 
en palabras del doctor Samir hace unos minutos 
compartió, se le permita a esta mujer que llega a 
un proceso laboral sin testigos, que pueda obtener 
una tutela judicial efectiva, también tomando o 
parafraseando al doctor Sandro, para que pueda 
obtener esa Sentencia favorable ante la carencia de 
testigos, de documentos o de otros medios de prueba 
para lograr el convencimiento del Juez.

Entonces, como está propuesto el asunto en el 
modelo de Reforma, es imposible que por ejemplo 
en estos casos la declaración de parte sea la solución 
para este tipo de mujeres, es importante destacar 
que también la Corte Suprema de Justicia y algunas 
autoridades judiciales a nivel de Tribunal, han 
adoptado unas decisiones judiciales con lo que se 
llama o se conoce como perspectiva de género, que 
permite inclusive flexibilizar el convencimiento 
del Juez a través del tema probatorio, porque 
tampoco estoy diciendo que entonces el Código 
Procesal del Trabajo debe quedar de tal suerte, 
que basta con que se alegue, con una afirmación 
en la demanda ese aspecto, no, simplemente estoy 
diciendo que, o quiero precisar mi idea, que debe 
hacerse esa modificación, para que este tipo de 
persona, esta mujer por ejemplo, pueda encontrar en 
la declaración de parte la salida o la herramienta a 
poder demostrarle a un Juez, obviamente con todas 

las garantías del derecho de defensa y contradicción 
de su contraparte, que sí prestó un servicio.

Y no que se enfrente a realidades como las que 
tiene hoy y es que no se atreve a iniciar el reclamo 
judicial, porque no hay suficientes medios de prueba 
que asomarle al despacho, para la muestra un botón, 
hay una decisión amparada en la Sentencia C-310 del 
año 2007, donde la Corte Constitucional reconoce 
esa protección necesaria y vital para las trabajadoras 
del servicio doméstico, que en otras palabras la 
Corte asocia, que son personas que en anteriores 
épocas históricas estaban condenadas a prácticas 
inhumanas como la servidumbre o la esclavitud. 
Entonces, me parece que en ese sentido el Código 
debe tener, o este Proyecto de Reforma debe tener 
presente esa condición o esa situación, para que en 
realidad este tipo de demandantes, mujeres, a quien 
pues entre otras estando acá en zona de frontera 
hemos observado aparte de eso tienen condición 
de migrantes irregulares y otra serie de elementos, 
que también hacen mucho más gravosa su situación, 
que también están a nivel nacional en varias zonas, 
pero sabemos bien que por zona de frontera tenemos 
un alto índice, necesitan medidas efectivas en un 
Código de Procedimiento que retrocede en ese 
sentido, a una exigencia de que sea la contraparte la 
que lo exija.

Entonces, para concluir, ¿qué va a pasar entonces 
en una eventualidad, tal cual como está la norma, si 
esta persona que demanda no tiene testigos, no tiene 
documentos y el demandado al contestar no solicita 
interrogatorio de parte? Entonces, como no va a 
solicitar ese interrogatorio de parte, uno diría bueno 
el Juez podrá, pero queda a facultad. Entonces, me 
parece que es necesario que el Código que ustedes 
señores Representantes que nos escuchan hoy, 
tengan en cuenta esto para que se module esa regla 
que aparece allí en el Proyecto de Reforma. Muchas 
gracias.

Presidente:
Gracias, doctor Julián Pinzón. A continuación, 

la doctora Raquel Rueda Mancipe ¿Nos acompaña? 
Bueno, entonces el doctor Jorge Enrique Suárez.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Jorge Enrique Suárez, Profesor de la 
Universidad de Pamplona:

Muy buenos días para todos, hago extensivo 
nuevamente el saludo para todos los participantes, 
los organizadores, la comunidad académica. Yo 
docente de la Universidad de Pamplona, también 
agradezco a la Universidad Libre por la realización 
de este evento y pretendo el día de hoy presentar unos 
pequeños aportes que he denominado “La Reforma 
a la Justicia Social del Trabajo, una necesidad para 
la construcción de Paz en Colombia”.

Sea lo primero dentro de esta intervención, 
enaltecer la labor de la Corte Suprema de Justicia en 
su Sala Laboral, por pretender reformar y actualizar 
la norma procesal del trabajo y más que eso, querer 
instaurar un nuevo Código Procesal del Trabajo y de 
la Seguridad Social, de forma actualizada, completa 
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y ordenada, porque me darán la razón quienes desde 
la Academia nos dedicamos a enseñar y a aprender 
de las instituciones jurídicas de esta área del 
Derecho, que el actual Código Procesal del Trabajo 
y de la Seguridad Social, representa un reto por su 
estructura un tanto desordenada, la antigüedad de 
varias de sus normas que no responden a las nuevas 
realidades, su escueta forma de regular algunas 
figuras, etapas, procesos y/o recursos, por lo que 
deben andarse saltando entre el Código General del 
Proceso y el Código Procesal del Trabajo y otras 
normas procesales.

Aplicando en ocasiones analogías extrañas y que 
en ocasiones, parecieran poner en duda la necesidad 
de una codificación social de los procesos, una 
codificación para los procesos sociales, no está de 
más aclarar que para los laboralistas no cabe la menor 
duda de la necesidad de un proceso social autónomo 
y que la duda se puede plantear desde otras orillas. 
Adicionalmente, también es importante resaltar la 
participación abierta que ha tenido la construcción 
de esta reforma y la labor que realiza el Congreso 
de la República en lo mismo, por esta razón, en 
un panorama en el cual solo existiera la opción de 
aprobar la Reforma propuesta o no aprobarla, sin 
duda y a ojo cerrado votaría por su aprobación. Sin 
embargo, aprovechando un espacio como el que se 
nos permite para su discusión, pasaré a ser crítico 
con la Reforma propuesta y abocar por la inclusión 
de varios aspectos dentro de la misma.

En 1919, cuando terminó la Primera Guerra 
Mundial y en atención a la cuestión social provocada 
en el Siglo XIX, junto a los fenómenos de la lucha 
obrera, cuando se creó la Organización Internacional 
del Trabajo, Colombia siendo miembro desde 
este mismo año, en su Constitución se proclamó, 
“Considerando que la Paz universal y permanente 
solo puede basarse en la Justicia Social, considerando 
que existen condiciones de trabajo que entrañan tal 
grado de injusticia, miseria y privaciones para un 
gran número de seres humanos, que el descontento 
causado constituye una amenaza para la paz y la 
armonía universales y considerando que es urgente 
mejorar dichas condiciones, considerando que 
si cualquier Nación no adoptaría un régimen de 
trabajo realmente humano, esta omisión constituiría 
un obstáculo a los esfuerzos de otras Naciones que 
deseen mejorar la suerte de los trabajadores en sus 
propios países”. Ciento cinco años después, no ha 
perdido un ápice de certeza estas consideraciones, 
que siguen haciendo parte de la Constitución de la 
OIT, sobre todo en nuestra Nación tan necesitada de 
Paz y Justicia Social.

Precisamente, mi intervención va a tener dicho 
enfoque y conclusión, pues he asistido anteriormente 
a otros conversatorios y/o debates sobre la Reforma 
y muchos compañeros coinciden, en los beneficios 
que representa para los Abogados Litigantes y para 
los Jueces, el hecho de que se regule de forma clara y 
actualizada la técnica del proceso, robusteciendo sus 
instituciones, creando nuevas figuras que incluso ya 
no innovan, sino que sacan del atraso que traía como 

es la figura del proceso monitorio, o las medidas 
cautelares innominadas y el enfoque de género. 
Sin embargo, frente a la mejora sustancial de las 
soluciones a los problemas sociales, frente al amparo 
efectivo de los derechos de los trabajadores, o de 
los beneficiarios de la Seguridad Social, considero 
que poco se avanza de forma efectiva y aquí me 
permito retomar al maestro Marcel Silva, que en paz 
descanse, cuando aseguraba que si algo nos separa 
del Código General del Proceso y el Procedimiento 
Civil y Comercial, es que para nosotros la eficacia 
de las instituciones procesales no es que conduzcan 
a una Sentencia, sino que conduzcan a la solución de 
los problemas sociales.

En 2021, la Misión de Empleo Colombia, presentó 
su Informe de lo que ellos llaman el mercado laboral, 
dentro de ese informe se identificaron los principales 
problemas en el ámbito del trabajo humano en 
Colombia, uno de ellos y tal vez el más importante, 
es que la norma laboral en Colombia no se cumple, o 
no se cumple plenamente en un gran porcentaje y de 
igual forma, el acceso a la Justicia es muy limitado. 
En ese sentido y aplicando los considerandos de 
la Constitución de la OIT al caso colombiano, 
estamos muy lejos de la construcción de paz y se 
deben tomar medidas efectivas y contundentes, 
pues existen condiciones de trabajo que entrañan 
tal grado de injusticia, miseria y privaciones para 
un gran número de colombianos, que el descontento 
causado constituye una amenaza para la paz. Es por 
esto, que esta intervención habla de la necesidad de 
la Reforma a la Justicia Social, como un elemento 
necesario para la construcción de la paz, justo en 
el momento clave de nuestra historia, donde se 
realizan grandes esfuerzos para la construcción y 
consolidación de la misma.

Necesidad en la que claramente se avanza con la 
Reforma propuesta por la Corte Suprema de Justicia, 
pero considero yo de forma bastante limitada, si 
hablamos de Justicia material y lo explicaré en los 
siguientes temas: en primer lugar, pensemos en la 
eliminación de los procesos de única instancia, el 
cual se presenta como un gran avance y considero 
que lo es, pero con sus bemoles, pues el trabajador 
o beneficiario de la Seguridad Social gana en tener 
derecho a la doble instancia, sin embargo, pierde en 
celeridad y sobre todo en especialidad, pues otorga 
competencia a los Jueces Municipales del Trabajo 
entre comillas, “pues solo existen bajo la figura de 
las pequeñas causas y en determinadas ciudades, 
siendo discriminados los territorios diferentes a 
las capitales, e incluso a las grandes capitales y la 
Reforma lo reconoce y contempla que allá en la 
mayoría del territorio colombiano donde no hay un 
Juez Municipal del Trabajo, serán competentes los 
Jueces Civiles y Promiscuos”, lo cual personalmente 
me parece que refleja lo infravalorado que tenemos 
en nuestro país la Justicia Social del Trabajo.

Además, de ir en contravía del principio de 
especialidad de la jurisdicción del trabajo y de la 
Seguridad Social, con el respeto por mis colegas 
del área Civil y Comercial, pero es que la filosofía, 
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los fundamentos, la lógica y los principios del 
derecho de trabajo y procesal del trabajo difieren 
estructuralmente de la lógica de aquellos o por lo 
menos deberían diferir. En ese sentido, veo muy 
dificultoso que un Juez Promiscuo o Civil Municipal, 
no se vea abocado a grandes contradicciones y 
confusiones entre una y otra forma de Justicia, 
algunos de ustedes me podrán interpelar y afirmar 
que esto ya ocurre con los juzgados de nivel 
circuito, pues donde no hay Juez Laboral, los Civiles 
conocen en asuntos laborales y sí, pero considero 
yo que esto es un problema que ya algunos hemos 
venido identificando en la práctica y que ahora se va 
a ahondar con este Proyecto de Reforma.

Adicional a esto, se incrementa el monto para 
fijar la competencia de los procesos de mínima 
cuantía, que no se llaman de mínima cuantía, pero 
por efectos prácticos para identificarlos así, esto es 
la de la mayoría de los trabajadores más necesitados 
del país, que trabajan con un salario mínimo o 
un poco más del salario mínimo y que en teoría, 
tendrán un Juez menos calificado y en ocasiones 
sin la especialidad, resolviendo sobre sus derechos. 
Por otro lado, para algunos de nosotros sigue siendo 
alarmante que la norma procesal discrimine por 
cuantías la importancia de los procesos, sobre todo 
cuando desde el enfoque de la Justicia Social debería 
ser al contrario y estos casos deberían conocerlos 
el Juez más especializado y ser tramitados en un 
proceso especial y más garantista.

Otro punto, es el de la prescripción de las acciones 
laborales y de la Seguridad Social, el cual se plantea 
el incremento a cinco años lo cual lo equipara con la 
regla general civil, sin embargo, considero que en la 
Reforma no tiene el suficiente enfoque y justificación 
y lógica desde el Derecho del Trabajo, esto es, ¿por 
qué cinco y no diez? ¿Por qué cuando se trate de 
derechos fundamentales estos no están excluidos de 
la prescripción? ¿Por qué no debe haber enfoques 
diferenciales para la prescripción por ejemplo 
en el caso de las declaraciones de los contratos 
realidad? En mi experiencia cuando he representado 
judicialmente a un trabajador, a estos no les cabe en 
la cabeza y les parece ilógico e injusto, como después 
de que fueron vulnerados sus derechos, incluso los 
más básicos y que obviamente no demandó antes 
para no perder su trabajo y con este su sustento vital, 
cuando ahora ya fue despedido y tiene libertad para 
demandar, sus derechos han prescrito y en buena 
medida, por lo tanto, sí planteo que la prescripción 
es una figura que incluso en el Derecho Social del 
Trabajo debería abolirse, pues responde a lógicas 
que chocan con este y solo benefician la cultura de 
vulneración de los derechos sociales.

Por otro lado, frente al proceso monitorio, 
considero que este, en la forma en la que se establece 
no responde a las necesidades del trabajo y de la 
Seguridad Social, e incluso considero como lo han 
hecho algunos colegas, que generaría un mayor 
efecto en la realidad que se estableciera que el 
contrato de trabajo preste mérito ejecutivo a efectos 
de que el trabajador al que le deban su salario sus 

prestaciones sociales o sus vacaciones, no sea 
obligado a tener que llevar procesos de carácter 
declarativos o constituidos, para poder reclamar lo 
que le es claro y que le asiste. Esto se traduce en 
que no se obligue al trabajador a aguantar hambre 
por prevalecer lo formal. Sin embargo, lo anterior 
aplica apenas para los mejores casos, en los cuales 
el trabajador tiene un contrato, tiene un contrato 
escrito y tiene un contrato escrito que el empleador 
le extendió copia.

Advertencia que entenderán quienes conozcan las 
condiciones a las que se ven abocados buena parte 
de los trabajadores a los cuales no se le reconoce 
un contrato de trabajo, a pesar de la realidad o 
reconociéndoseles un contrato de trabajo no se 
hace por escrito, o reconociéndoseles por escrito 
no se les entrega copia siquiera del mismo y este 
no tiene cómo probar que laboró, en qué extremos 
temporales laboró, qué salario se pactó y demás 
condiciones laborales. Sus testigos idóneos son 
compañeros que no servirán de testigos porque aún 
dependen del empleador, no cuentan tampoco con 
comprobantes de pago porque le pagaron en efectivo 
y nunca le dieron los comprobantes, en general no 
tiene pruebas contundentes y por lo tanto, el proceso 
monitorio no responderá a sus necesidades. Claro 
que tendrá que acudir a un proceso ordinario, pero lo 
hará con una baja tasa de éxito. Para esto el maestro 
Marcel Silva también proponía en su momento la 
figura de la presunción de veracidad de la demanda, 
propuesta que secundo como alumno del primero.

Por último frente al fenómeno del acceso a 
la Justicia, es un tema que abandonó la Reforma, 
pues no se adoptan medidas que busquen garantizar 
un real y efectivo acceso a la Justicia del Trabajo, 
inclusive por el contrario lo que sí se reconoce 
y trata es que hay una congestión judicial, pero 
sin tener en cuenta que la tasa de trabajadores y 
beneficiarios de la Seguridad Social que acuden a 
la Justicia Social es bastante baja, frente a quienes 
tendrían derecho de poder hacerlo, lo que nos da un 
panorama altamente preocupante, pues queda claro 
que no está preparada nuestra Jurisdicción para tener 
mejores tasas de acceso a la Justicia. Todo esto sin 
tener en cuenta, que la Jurisdicción Constitucional 
ha sido un gran alivio para la Jurisdicción Ordinaria 
Laboral, la especialidad Laboral, pues en muchos 
casos el trabajador o la trabajadora o el beneficiario 
o beneficiario del Sistema de Seguridad Social, 
eluden la Jurisdicción Laboral por no ser efectiva 
y acuden directamente a la tutela como mecanismo 
que ofrece un real amparo y donde la probada de 
Justicia parece ser más efectiva, lo cual también nos 
debería dar un indicativo de a qué jurisdicción nos 
debemos parecer más.

De igual forma, la propuesta de este nuevo 
Código, evade la posibilidad de legitimación oficiosa 
en representación de los derechos de los trabajadores 
por parte de los sindicatos y/o una entidad pública, 
como lo puede ser el Ministerio de Trabajo, 
materializando el principio de irrenunciabilidad de 
los derechos de los trabajadores. La norma procesal 
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de la Justicia Social debe prever estas situaciones, 
a fin de otorgar un verdadero acceso a la Justicia y 
dentro de esto son varios los países que nos ofrecen 
una experiencia sobre este aspecto, como lo puede ser 
Brasil o España. Es claro que muchos trabajadores 
y trabajadoras, no acuden a la Administración de 
Justicia por múltiples factores: desconocimiento 
jurídico, miedo a perder sus fuentes de ingreso, miedo 
a ser incluido en una lista negra que impide volver 
a ser contratado, miedo al poder social y económico 
de su empleador, situaciones de violencia, no tener 
los recursos económicos para contratar una debida 
representación jurídica, la poca fe en la Justicia, 
dentro de la cual se encuentra la excesiva duración 
de los procesos, porque aun cuando nosotros como 
abogados ya decimos que un proceso ágil dura un 
año, o incluso un poco menos de un año, para un 
trabajador que perdió su sustento vital y el de su 
familia, para un pensionado que requiere el pago de 
la misma para vivir dignamente, para un usuario del 
servicio de salud, un año es demasiado, incluso seis 
meses lo sigue siendo.

Aquí en este momento, algunos se cuestionarán 
lo que propongo: eliminar cuantías, eliminar 
prescripción de los derechos laborales y sociales, 
establecer la presunción de veracidad de la demanda, 
la legitimación en representación de oficio, pero si en 
verdad queremos tener una Jurisdicción autónoma, 
no debemos temer a diferenciarnos estructuralmente 
para debatir contundentemente el argumento de que 
el nuevo Código Procesal del Trabajo y la Seguridad 
Social  es tan solo una copia del Código General del 
Proceso con un nuevo nombre y no solo por eso, sino 
realmente como lo mencionamos anteriormente, 
los niveles de desigualdad social y la falta de 
Justicia Social requieren medidas contundentes y 
no apenas respuestas meramente formales, donde 
aparentemente todos tienen acceso, pero seguimos 
arrastrando los mismos problemas sociales sin 
solución.

La paz requiere cambios y compromisos, la 
Reforma a la Justicia Social del Trabajo y de la 
Seguridad Social debe responder a las necesidades 
de los ciudadanos más que a la de nosotros como 
abogados y la de los Jueces. Muchísimas gracias.

Presidente:
Muchas gracias a Jorge Enrique Suárez. A 

continuación, no sé si aquí están, se inscribieron 
unos Abogados Litigantes: la doctora Catherine 
Stephanie Reyes y Carlos Luis Rodríguez, adelante 
doctor Carlos Luis.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Carlos Luis Rodríguez, Abogado 
Litigante:

Buenos días, mi nombre es Carlos Luis 
Rodríguez, egresado de la Universidad Libre 
seccional Cúcuta, me reservo el saludo protocolario 
por tiempo, espero me disculpen, egresado también 
de la Universidad Libre en la Especialidad Laboral 
y de Seguridad Social. Yo comparto mucho lo que 
dice el doctor Samir y mi colega el doctor Sandro 

Jácome, estamos viendo la transcripción de normas 
del Código General del Proceso dentro del Código 
Laboral, donde el artículo 145 por remisión nos 
permite utilizar el Código General del Proceso, 
pero vámonos a la realidad, a lo que está pasando 
actualmente, el doctor Sandro Jácome trajo un caso, 
yo tengo otro parecido para demostrar, que lo más 
demorado que hay ahorita y lo más violatorio a 
los derechos fundamentales, siendo el Derecho al 
Trabajo un derecho de primera generación, que lo ha 
dicho la Corte Constitucional y lo ha dicho la Corte 
Suprema de Justicia, se vulnera gravemente en los 
trabajadores.

No comparto lo que dice el doctor Cristian, 
que se debe de imponer la prescripción de manera 
oficiosa de los derechos, cuando se van a defender 
los intereses del Estado o del patrimonio del Estado, 
porque para ahí también entra a regir en Colombia la 
acción de repetición por el descuido del funcionario 
que dejó que eso pase, no hay que olvidar, que la 
parte débil de la relación laboral es el trabajador y 
eso es lo que tenemos que defender nosotros en el 
Código de Procedimiento Laboral, al trabajador.

Tenemos un caso, año 2015, una empresa se 
accidenta un trabajador trabajando para una mina, 
se incapacita, le dice váyase a la casa, trabaja estos 
salarios sin prestación del servicio, lo deja tres cuatro 
meses por fuera, va y pide permiso al Ministerio de 
Trabajo para darle por terminado el contrato, primero 
porque no está en condiciones médicas para trabajar, 
segundo porque ya no existe uno de los elementos 
del contrato de trabajo porque no está prestando, 
le niega el Ministerio, repone, confirma; reapela, 
confirma y llega a la demanda, cae en X Juzgado, el 
Juzgado niega las pretensiones, pero en el trámite de 
primera y segunda instancia, le suspende el contrato 
de trabajo, otra causa más, le niegan las pretensiones 
al demandante, a la empresa, termina le digo yo, oiga 
reintegre, levante la suspensión porque usted perdió, 
nada, me tocó meter un proceso por levantamiento 
de la suspensión, le cobra las agencias en derecho 
por vía ejecutiva al empleador y en el trámite de 
primera y segunda instancia de la suspensión, lo 
echa por la falta gravísima de haber cobrado las 
agencias en derecho para pagarle al abogado.

En ese momento, en la etapa de conciliación le 
digo al señor Juez, mire aquí hay una Sentencia 
señor Juez de la Corte Suprema de Justicia Sala de 
Casación Laboral que dice y habla de los hechos 
sobrevinientes, esto es un hecho sobreviniente 
por favor téngalo en cuenta, incluya esos hechos, 
córrale traslado al demandado, no, me obliga a 
meter otra demanda, le pido la apelación y me la 
niega, me obliga a meter otra demanda por el 
despido supuestamente justificado del empleador, 
por haber cobrado las agencias en derecho, lo cual 
lo permite el artículo 101. Esta es la hora que no se 
ha resuelto, ya se resolvió tanto el de levantamiento 
de la suspensión, como el de a favor del trabajador.

Le presento la obligación de hacer para que lo 
reintegren porque está aguantando hambre desde 
el año 2015, me la niegan, esta es la hora que el 
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demandado ha presentado nulidades, prescripciones, 
todo lo que había y le compulsaron copias por 
tardar el proceso y el Juzgado, al tipo lo notifican 
por estrado, porque antes de los treinta días se hace 
la notificación por estrado, presenta prescripción, 
presenta excepciones y todo lo que presentó lo 
resuelve, resuelve primero todo menos la nulidad, 
manda al superior y cuando vuelve resuelve la 
nulidad y vuelve y manda al superior y ahí vamos. 
Luego de que resuelve dice, ah no qué bello, omitimos 
notificarle personalmente al demandado, désele 
notificación por conducta concluyente, córrasele 
traslado para que haga la defensa y entonces, ¿las 
excepciones que presentó que fue? ¿La nulidad 
que presentó que fue? Que, porque en el escrito no 
colocó contestación de demanda ejecutiva, ¿a dónde 
estamos? Por Dios santísimo.

Ahora vámonos, yo no estoy de acuerdo de 
que Audiencia inicial de conciliación o primera 
de trámite, estamos hablando de derechos 
fundamentales de primera generación, tiene que 
existir es una Audiencia concentrada, donde se cite 
al demandado, hemos tenido casos, ¡por Dios! en 
los que se demanda, no hay prueba por practicar 
sino solamente documentales, abre el Juez la 
Audiencia, conciliación no hay, declaro fracasada la 
conciliación, resolución de sesiones previas no hay, 
saneamiento del proceso se nota que está saneado, 
fijación del litigio y ahora en la fijación del litigio 
uno le dice al Juez, oiga señor Juez, pero qué pena es 
que mire usted no dijo esto y lo regañan a uno, digo 
no qué pena señor Juez, pero es que esta es la etapa 
procesal para yo incluir en el litigio la fijación del 
litigio, si no usted después me va a decir no, no lo 
hizo, tenía la oportunidad de procesar y no lo hizo, 
listo vámonos a la segunda instancia.

A mí me pasó un caso tan claro en segunda 
instancia, que me dio tristeza por Dios, un tipo 
sentado en una silla de ruedas que se le vino un 
carro, manejaba una grúa para la concesión del 
tránsito, lo partió de aquí para abajo y llegó a la 
Audiencia después de tres años de que se pasó a 
la segunda instancia  la apelación, abrimos en la 
presencial, porque las Audiencias en los fallos de 
segunda instancia tienen que abrirse Audiencia, 
no  volvamos al ejemplo del administrativo que 
se presenta y cuando el Tribunal resuelve, no 
anteriormente llegaba uno y ya tenían la Sentencia, 
lo escuchaban a uno en alegaciones y miraban 
a ver si se podía solucionar algo, ahora no, ahora 
es escritural. Y lo peor, la norma dice admitido el 
recurso córrase traslado. Revisado el expediente se 
admite el recurso, pero no corren traslado, seis meses 
corren traslado, corren traslado seis meses sale el 
fallo y tres meses para que lo bajen al Juzgado de 
origen, no señor eso no es así, si se admite córrasele 
traslado de una vez y denle en celeridad al proceso, 
estamos jugando con la comida, con el trabajo, con 
un derecho fundamental de los trabajadores, esto no 
puede seguir así.

Reitero debería ser concentrada, mire en Bogotá, 
yo litigo en Bogotá, Medellín, Cali Cúcuta y me 

he encontrado Juzgados en Bogotá que abren a 
las 9:00 a. m., suspenden para almuerzo, escuchan 
todas las pruebas testimonios, declaraciones, corren 
traslado y ahí mismo tienen y le digo yo, oiga señor 
Juez, ¿usted cómo hizo? No, es que yo ya llegué 
con el proceso estudiado, yo ya llego casi con la 
Sentencia montada, si oigo las partes es para ver 
si voy a confirmar lo que ya llevo ahí, o tengo que 
modificar, si oigo los testimonios es para eso, pero 
aquí se decreta pruebas y se fija fecha para dentro de 
tres meses la Audiencia de trámite de juzgamiento. 
Esa Audiencia de pruebas testimoniales tiene que 
hacerse de forma presencial, yo si digo que eso debe 
ser mixto, la presentación de la demanda virtual, 
inclusive la Audiencia si seguimos con la Audiencia 
inicial virtual.

Pero vámonos al caso, cuatro testigos tiene el 
demandante, cuatro testigos tiene el demandado, 
más las dos declaraciones de parte, desconéctese 
todo el mundo, hay personas que no tienen acceso 
bueno a internet y en toda una tarde se alcanzan a 
escuchar dos testimonios, porque tenemos fallas 
para la conexión, porque tenemos esto, porque 
tenemos aquello, listo, la Audiencia de práctica de 
pruebas se viene convirtiendo en cuatro Audiencias 
más, el caso vivo que yo tengo 2015-2024 y 
todavía estamos resolviendo nulidades de segunda 
instancia, donde ya el Tribunal compulsó copias al 
abogado, a la comisión, donde ya se confirmaron y 
esta es la hora y el tipo me llama, doctor no tengo 
que comer, no me han podido reintegrar, ¿dígame si 
eso es una eficacia? Administración de Justicia en 
materia laboral para un trabajador, volvamos esto 
concentrado.

Dígame usted, con todo el respeto, mi doctor, si 
usted llega y oye ya ha leído la documental, escucha 
las declaraciones, escucha las testimoniales, los 
alegatos de conclusión, usted ya tiene un fundamento 
para dar Sentencia, ¿para qué lo dilata más? Si él 
gana y yo pierdo, yo apelo, si yo gano y él pierde 
él apela y la decisión está en segunda instancia, 
¿por qué hacer un trámite de primera instancia dos, 
tres años? Eso es ilógico, piensen en la posibilidad 
de hacer concentradas las Audiencias, piensen 
en la posibilidad de ponerle límites a la segunda 
instancia para que resuelva, que así cuando sale el 
auto admisorio de una vez corra traslado para las 
alegaciones y que las Audiencias así sean virtuales, 
se abra Audiencia donde se presenten las alegaciones 
de forma verbal y en vivo y se resuelva ahí mismo la 
apelación, pero estamos igual que en el Contencioso, 
se acabó el acervo probatorio, se corre diez días para 
que corra las alegaciones y diez años para que salga la 
Sentencia en el Contencioso Administrativo, esas son 
cosas que no podemos nosotros permitir.

Vuelvo y le digo, es un derecho fundamental de 
primera generación, donde está la parte débil que es 
el trabajador, con la parte fuerte que es el empleador, 
aunque yo también asesoro empresas y soy muy claro 
con ellos, en que tienen que respetar los derechos y 
hacer las cosas como son y si no les gusta, pues no 
les trabajo, pero tenemos que defender los derechos 
de los trabajadores y para eso estamos nosotros 
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los Abogados Litigantes Especialistas en Derecho 
Laboral, para eso están los Jueces, para eso están los 
Magistrados, para que se haga una pronta y eficaz 
Justicia en el Derecho Laboral. Muchas gracias.

Presidente:
Gracias, doctor Carlos Luis Rodríguez. También 

nos acompaña Jesús Manuel Rueda, ¿el doctor Jesús 
Manuel está? Adelante doctor Jesús Manuel de la 
Universidad Francisco de Paula Santander, Ocaña.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Jesús Manuel Rueda Lázaro, Profesor de 
la Universidad Francisco de Paula Santander - 
Seccional Ocaña:

Muy buenos días para todos, reciban de parte 
de la Universidad Francisco de Paula Santander 
seccional Ocaña, un caluroso saludo del grupo de 
Investigación GISOJU de nuestra Universidad, 
muchísimas gracias por la invitación doctor Diógenes 
y a todos los presentes, por permitirnos hacer parte 
de este escenario, creemos que la Academia es el 
mejor escenario para poder contribuir a la Justicia 
y hoy nos hemos dado cuenta de eso con todas las 
intervenciones. Quiero empezar estas pequeñas 
observaciones que pienso realizar sobre el Código 
Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, resaltando 
que como Universidad hicimos una investigación 
sobre el mismo y una revisión de los aportes que se 
han realizado, para lo cual quiero empezar diciendo 
que acogemos todas las posturas que ya fueron 
propuestas por el doctor Samir Bonnett, en el ensayo 
realizado sobre el Código Procesal del Trabajo y la 
Seguridad Social.

Sin embargo, también quiero hacer otras 
apreciaciones adicionales y tienden a un aspecto muy 
importante, que yo quiero resaltar el día de hoy y es 
la constitucionalización y convencionalización del 
proceso judicial, en especial de la convencionalización 
de nuestro proceso laboral. Y es que nuestro proceso 
laboral en nuestro ordenamiento jurídico es un 
valor, es un principio, es un derecho fundamental y 
a nivel internacional es un derecho que tiende a la 
internacionalización, es un Derecho Humano y en 
ese entendido, nuestro proceso no puede desatrasarse 
a los postulados de la convención o de las normas 
internacionales, en este caso al Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos y al Derecho Internacional 
Humanitario, en especial a las decisiones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y teniendo 
en cuenta estos digamos pequeños aportes, van a 
partir de esa necesidad de convencionalizar este 
nuevo Estatuto del Código Procesal del Trabajo y la 
Seguridad Social y de incluir la innovación como un 
elemento fundamental, para que nuestro Código parta 
hacia cubrir todas las necesidades futuras.

Y hoy quiero decirles a nuestros honorables 
Congresistas, que hoy tenemos la oportunidad o 
ustedes tienen principalmente la oportunidad de 
crear el primer Estatuto que pueda incorporar la 
Inteligencia Artificial dentro del proceso judicial, 
tenemos la oportunidad de ser la base no solamente 
para los demás Estatutos Procesales, sino a nivel 
no solamente nacional sino internacional, constituir 
un Estatuto que incorpore no solamente las nuevas 

tecnologías de la información y la comunicación,  
sino hacerle frente a la Inteligencia Artificial, esta es 
una oportunidad para regular el uso de la Inteligencia 
Artificial en el proceso judicial. Y en ese entendido, 
pues recoger lo que autores como Jordi Nieva Fenoll, 
autores, muchos doctrinantes que han pasado y 
también a posturas que ha adoptado ya la Corte 
Constitucional, en lo que tiene que ver frente al uso 
de la Inteligencia Artificial y a las órdenes que les ha 
emitido a los operadores judiciales.

Teniendo en cuenta esto, entonces el primer punto 
que quiero resaltar es, o proponer, es la inclusión de 
algunos principios axiológicos o ideológicos que 
permitirían convencionalizar el proceso y ajustarlo 
a las nuevas tecnologías. Quiero empezar por el 
primero, resaltando la necesidad de que dentro del 
proceso se incorpore un lenguaje claro, yo creo 
que todos los que leímos el Proyecto vimos que es 
un Proyecto muy claro, muy fácil de entender, muy 
fácil de leer, para los estudiantes, mis estudiantes de 
Derecho Procesal, muy fácil de estudiar.

Sin embargo, dentro del mismo no se exhorta a los 
Jueces a la necesidad de incorporar un lenguaje claro, 
tal cual como ya lo ordenado la Corte Constitucional 
en Sentencias como la T-311 del año 2024, en la cual 
nos piden que para nosotros hablar de un proceso, 
que es un proceso que tiende a una Justicia Social, 
nosotros incluyendo un lenguaje claro podremos 
materializar que muchas personas que intervienen en 
el proceso sin necesidad de una autoridad judicial, 
o perdón sin necesidad de un apoderado judicial, 
puedan entender la materialización de sus derechos, 
teniendo en cuenta los fines que tiene nuestro Código 
Sustantivo del Trabajo o la parte sustancial, que 
es la reivindicación de los derechos laborales y la 
dignificación y Justicia de estas relaciones laborales. 
Y esto lo podemos lograr, a través de la inclusión de 
un principio que permita que los Jueces incorporen 
un lenguaje claro dentro de las decisiones o dentro de 
las Sentencias Judiciales.

Otro punto que quiero resaltar, tendiente a esa 
convencionalización del Derecho Laboral y en este 
caso del Derecho Procesal Laboral, tiene que ver 
con la inclusión del término razonable, como lo ha 
mencionado el doctor Samir Bonnet y la inclusión 
no solamente de unos enfoques de género, sino de 
un enfoque de interseccionalidad, la Corte ha venido 
resaltando y en especial la Corte Interamericana 
de los Derechos Humanos, la necesidad de que las 
decisiones judiciales se adopten con un enfoque de 
interseccionalidad, en el cual varios colegas anteriores 
mencionaron casos y hay otros casos en los cuales 
se ha mencionado, donde son personas que tienen 
diversas condiciones que los ponen en debilidad 
manifiesta y que conllevarían, a que los operadores 
judiciales tengan que tomar una decisión tendiente 
a materializar ese derecho y si lo que estamos 
buscando es la dignificación de los derechos de esos 
trabajadores, con un enfoque de interseccionalidad 
que permita no solamente un enfoque étnico, cultural, 
un enfoque diferencial, un enfoque de género, sino un 
enfoque que incluya todas estas diversidades.

Por ejemplo, un caso en el cual una persona 
indígena, miembro de una comunidad LGTBI, con 
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una discapacidad, requiere una mayor intervención 
que nosotros poder hablar simplemente de un 
enfoque de género como se pretende plantear y si 
queremos hablar de un proceso constitucionalizado 
y convencionalizado, la inclusión de un enfoque 
de interseccionalidad  podría contribuir a un mayor 
acceso a la Justicia, para estas personas que se 
encuentran en debilidad manifiesta, cumpliendo los 
mandatos del Estado Social de Derecho y del artículo 
13 de la Constitución Política.

Mi principal llamado en este punto, es que el 
Proyecto, quiero resaltar que incorpora las nuevas 
tecnologías y que podríamos hablar de que incorpora 
de una u otra forma la Inteligencia Artificial, no es 
claro en el punto frente a las reglas para el uso de 
la Inteligencia Artificial, hoy por hoy todavía sigue 
siendo dudas la incorporación de la Inteligencia 
Artificial podríamos decir, aunque ya es muy claro 
en algunos aspectos, ya la Corte sacó una Sentencia 
ordenando a los Jueces, pues no deshumanizar el 
proceso, pero que sí tendemos a usar la Inteligencia 
Artificial y quiero decirles que esta es la mejor 
oportunidad, en que nosotros nos convirtamos en 
pioneros para otros Códigos y que aprovechemos 
que estamos en pleno Siglo XXI, en el año 2024 
donde las tendencias de la Inteligencia Artificial sería 
fundamental, para poder contribuir al logro de la 
Justicia.

Propuestas como, por ejemplo, la automatización 
del recurso de Casación, tenemos la experiencia de 
la Corte Constitucional mediante su Inteligencia 
Artificial Pretoria, en el cual es una inteligencia que 
le ha permitido agilizar los procesos de tutela, por qué 
nosotros en el proceso laboral no podemos contar con 
una Inteligencia Artificial que nos permita automatizar 
el recurso de Casación laboral y de esta manera, poder 
cumplir la teleología de la norma y poder lograr esa 
finalidad propuesta, tal cual lo ha decantado la Corte 
Suprema de Justicia en sus exposiciones antologías de 
la Casación Laboral. Y no solamente en la Casación 
Laboral, sino en los procesos por ejemplo de reparto, 
en muchas otras partes del proceso, recordemos que 
nuestro proceso tiene unas partes digamos unos actos 
procesales simples y unos actos complejos, unos 
simples que no requieren tanta intervención humana 
y que de una u otra forma la incorporación de la 
Inteligencia Artificial y la creación a través de este 
Estatuto del Trabajo de unas reglas claras de cómo 
utilizar la Inteligencia Artificial, podrían contribuir de 
manera eficiente a lograr la justicia.

Entonces, mi llamado es, tal cual también como se 
observa en el ensayo realizado por el doctor Samir, 
es a la incorporación de la Inteligencia Artificial, la 
Inteligencia Artificial es un medio, no un fin, que nos 
va a permitir garantizar esa efectividad y si nosotros 
queremos convencionalizar un proceso, tenemos 
que hacerlo más célere, tenemos que hacerlo más 
efectivo, tenemos que hacerlo más garantista y esto 
lo podemos lograr mediante la incorporación de la 
Inteligencia Artificial, no con ello diciendo que se va 
a desplazar el talento humano, al contrario nos va a 
permitir que nosotros nos enfoquemos en aspectos 
más importantes que sí requieren una intervención 
humana, que sí requieren un análisis, que sí requieren 

una mayor argumentación, que sí requieren un mayor 
estudio, que aspectos de forma que lo va a poder 
analizar una inteligencia de una forma mucho más 
rápida, por ejemplo en el recurso de Casación que es 
uno de los problemas más grandes que tenemos en 
nuestro Ordenamiento Procesal Laboral, por cuanto 
los términos son demasiado demorados y eso no está 
permitiendo lograr la justicia.

En últimas, también quisiera resaltar un aspecto 
importante, como lo mencionaba el doctor Samir y 
es tendiente a la técnica de incorporar aspectos del 
Código General del Proceso, si bien es una técnica 
que de una u otra forma podría aceptarse, sí es 
importante entender que todos los aspectos del Código 
General del Proceso deben de una u otra forma tener 
alguna modificación al incluirse al Código Procesal 
del Trabajo, porque como lo expresaba uno de mis 
Ponentes antecesores es, el Derecho Laboral no puede 
ser manejado con las mismas reglas de un Proceso 
Civil, porque esto es un proceso social, es un proceso 
tuitivo, es un proceso protector, es un proceso que 
tiende a la internacionalización y por ende, darle reglas 
de un Proceso Civil sin que de pronto nos ajustemos 
a esas necesidades sociales, o a esa necesidad de 
garantizar la Justicia, creo yo pues que no sería tan 
garantista y eso podría digamos culminar diciéndole, 
que uno de los aspectos que más me preocupa y que 
ya lo mencionó un Ponente, es el hecho de que los 
Jueces Civiles puedan tramitar Procesos Laborales, 
con el respeto de todos los Civilistas, el Derecho 
Laboral requiere una constitucionalización y una 
convencionalización que los Jueces Civiles que son 
más legalistas no lo tienen.

Y en ese entendido, creería yo que los efectos 
van a ser más negativos que positivos, el hecho de 
que los Jueces Civiles o Promiscuos puedan tramitar 
procesos laborales, consideraría a mi modo de ver y 
dentro del análisis que hemos realizado, que se los 
compartí a través del correo electrónico mediante la 
invitación que se me realizó, va a ser más negativo 
que positivo. Entonces, espero generar esto con un 
eco de Justicia y espero resaltar el hecho de que 
hoy todos los que estamos aquí, en especial señores 
Magistrados de la Corte Suprema, a los honorables 
miembros del Congreso de la República de la Cámara 
de Representantes, es tenemos una oportunidad 
valiosísima de generar un eco de Justicia, de poder 
contribuir a lo que en la doctrina se ha hablado de 
la convencionalización del derecho y es hacer un 
Derecho Laboral que le permita en realidad cumplir 
la Justicia y sobre todo, la incorporación de la 
innovación en el proceso, hacer un proceso innovador 
que nos permita ser pioneros no solamente para los 
demás procesos, sino a nivel internacional y ojalá no 
perdamos esta oportunidad de incluir y de regular 
y de reglar el uso de la Inteligencia Artificial en el 
proceso judicial. Muchísimas gracias.

Presidente:
Gracias, Jesús Manuel Rueda, desde la 

Universidad Francisco de Paula Santander Ocaña. 
Ya con esto hemos terminado las intervenciones 
de las personas inscritas, queremos ahorita abrir 
un espacio de pronto alguna pregunta del público, 
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de algún estudiante, o alguna intervención, alguna 
sugerencia corta y también darle la oportunidad a 
los señores Magistrados Auxiliares, a uno de ellos, 
no tanto para que responda, absuelva las inquietudes 
porque sé que el tiempo no va a ser suficiente, sino 
para que haga una referencia pues en general a todas 
las intervenciones.

Quiero también recomendarles y agradecerles 
por demás, a las personas que han intervenido y 
recomendarles, pedirles que esas ponencias que han 
sido aquí expuestas sean enviadas a la Comisión 
Primera de la Cámara para que hagan parte de la 
Ponencia que se construirá para el Tercer Debate de 
este Proyecto de Ley. Y decir además, que lo que hoy 
hemos visto hasta el momento, las Ponencias que se 
han dado son bastante enriquecedoras, valiosísimas, 
las valoraremos en tal sentido en la construcción de 
la Ponencia y de verdad que ha sido muy fructífero 
este espacio.

Entonces, rápidamente, por si hay algún 
estudiante o alguna sugerencia, alguna intervención 
adicional corta de parte del público y cerramos con 
el Magistrado Auxiliar. Vamos a la palabra ya y 
luego.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor David Lisandro Jácome Sánchez, Jefe del 
Área Laboral de la Universidad Libre - Seccional 
Cúcuta:

Bueno, buenas tardes a todos, por efectos de 
tiempo vamos a omitir los saludos. Distinto quizás a 
lo que se pudiera pensar frente al uso de la Inteligencia 
Artificial, yo sí quisiera hacer mis apreciaciones con 
mucho respeto, no solo para este Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social. Mucho gusto, 
mi nombre es David Lisandro Jácome Sánchez, 
soy actualmente el Jefe del Área Laboral de la 
Universidad Libre seccional Cúcuta, estoy haciendo 
mi intervención como profesor de la Universidad 
Libre seccional Cúcuta y continuando, era por efecto 
de omitir el tiempo, pero continuando sí quisiéramos 
hacer una intervención muy breve y reflexiva frente 
a este tema.

El uso de la Inteligencia Artificial debe ser con 
mucha responsabilidad, distinto  a lo que muchos 
de mis compañeros han venido pensando, hay que 
distinguir entre lo que es la automatización de los 
procesos que es a lo que llevan las Cortes hoy por 
hoy teniendo y lo que se encuentra en algunas partes 
del mundo utilizándose en los Sistemas Judiciales, es 
diferente utilizar la Inteligencia Artificial Generativa, 
que es prácticamente una red neuronal distinta a una 
persona, entonces son dos cosas completamente 
distintas, un proceso de automatización es distinto a 
tener una reflexión, una decisión por parte de una red 
neuronal diferente, a eso también hay que llevarlo a 
otra reflexión completamente diferente.

¿En qué red? ¿En qué frecuencia? ¿Con qué 
contrato inteligente se está usando esa red neuronal? 
¿Lo está haciendo desde la tecnología blockchain? 
¿Lo está haciendo desde alguna tecnología 
BitTorrent? ¿Lo está haciendo o está partiendo ese 
alojamiento de ese contrato inteligente bajo los 

parámetros de Código abierto, o tiene límites? Eso 
tiene que llevarnos a una profunda reflexión, porque 
ahora queremos denominar a todo Inteligencia 
Artificial y resulta que no, resulta que nos estamos 
enfrentando a un verdadero problema, a un problema 
muy significativo y es abrirle la puerta a que la 
Administración de Justicia utilice estas Inteligencias 
Artificiales sin ninguna responsabilidad y sin ninguna 
formación frente a estos temas.

Recordemos muy bien, que nos enfrentamos es a 
la decisión de una red neuronal, que prácticamente es 
un ser humano distinto a uno, yo no estoy diciendo 
con esto que no la utilicemos, estoy diciendo que 
tiene unos límites y esos límites son los que tenemos 
que programar para poder tener un diseño real de qué 
es lo que queremos hacer, no estoy diciendo que no 
la utilicemos para potencializar la metodología, para 
que un párrafo sea más rápido, para la ortografía, 
para la puntuación, pero ya es diferente que tome una 
decisión y sobre todo una decisión en Código abierto, 
partiendo de tecnología blockchain.

Quizás comercialmente, lo que conocemos 
como tecnología de Inteligencia Artificial es el Chat 
Revolucionario, ChatGPT Revolución 3.5 que fue el 
análisis que hizo la Corte Constitucional frente a este 
tema y que permitió de alguna manera, que los Jueces 
utilizarán esta Inteligencia Artificial, pero es un Chat 
que tiene límites, es un Chat que está programatizado 
y que se conoce plenamente quién es el dueño que es la 
empresa OpenAI y si tiene límites, pues prácticamente 
que eso que está utilizando ChatGPT Revolución 3.5, 
porque no es la revolución ni siquiera 4.0 o mini 4.0, 
pues es un Chat que realmente lo que está haciendo 
es un proceso de automatización, recoge la base de 
datos, la monta en un software, entrena la Inteligencia 
Artificial, pero bajo base de datos limitados.

Entonces, yo distinto a lo que de pronto algunos 
de mis colegas consideran, yo sí la invitación es al 
Honorable Congreso a hacer un uso responsable 
y sobre todo también partiendo del desarrollo 
jurisprudencial que ha tenido la Corte Constitucional 
frente a este tema, es al uso responsable de esta 
tecnología que nos puede estar sacando del escenario 
real. Muchas gracias.

Presidente:
Muchas gracias profesor. El doctor Carlos Luis.
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

doctor Carlos Luis Rodríguez, Abogado Litigante:
Dos cositas que me faltaron en preguntar. Cuando 

se creó los Juzgados de Pequeñas Causas, era para 
aquellos procesos que de mínima cuantía se les 
quitara carga laboral a los del Circuito e iba a ser de 
única instancia, al crear los Juzgados Municipales 
aquí y darle la doble instancia, a los Juzgados del 
Circuito le vamos a dar otra carga más que ya le 
habíamos quitado. Y que si miramos ahorita, la carga 
que desafortunadamente hay que decirlo, los Jueces 
del Circuito ya no son capaces ni con sus propios 
procesos iniciando por la demora que tienen, para 
volverle a dar la carga de la segunda instancia de 
los Jueces Civiles Municipales. Entonces, hay que 
mirar esa situación si es que estamos retrocediendo o 
estamos avanzando.
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Segundo, con la cuantía que se me pasó, del recurso 
extraordinario de Casación, ¿no estaremos volviendo 
ese recurso elitista? Para aquellos que ganan salarios 
de tres, cuatro, cinco millones que de golpe sus 
cuantías si pueden llegar a ser de ciento noventa y 
cinco millones que es lo que exige, no le estaremos 
cerrando la posibilidad del recurso de Casación a 
aquellas personas que tienen un salario mínimo legal 
mensual vigente y que no alcanzan con el salario y 
con las indemnizaciones que de ley tienen a llegar 
a esos ciento noventa y cinco millones de pesos, ¿a 
negarle la oportunidad de que sean estudiados esos 
procesos por la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia?

Son dos inquietudes que yo tengo y que debería de 
revisarse, si es conveniente verdad subir la cuantía de 
Casación, o es mejor mantenerla, porque inclusive en 
ciento veinte ya está elevado para aquellas personas 
que devengan un salario mínimo legal mensual 
vigente y que con indemnizaciones y todo, no les 
alcanza a llegar a esa cuantía y queda solamente en 
una segunda instancia.

Entonces, miremos a ver si con la creación de los 
Juzgados Municipales estamos retrocediendo, sería 
mejor entonces que subieran otra vez los del Circuito, 
conociendo los de única instancia o los de menor 
cuantía y que subieran al Tribunal y le quitamos 
carga a los del Circuito, porque vuelvo y le digo, los 
procesos en los Juzgados Civiles del Circuito ya de 
por sí están muy demorados para darles más carga. 
Muchas gracias.

Presidente:
Muchas gracias. Adelante, te presentas y haz tu 

intervención.
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

doctor Eliana Eugenio, Vicepresidenta del Colegio 
de Abogadas:

Muy buenas tardes para todos, mi nombre 
es Eliana Eugenio, soy la Vicepresidenta del 
Colegio de Abogadas, también soy docente de la 
Corporación Universitaria Autónoma del Norte. Mis 
planteamientos corresponden frente a lo siguiente: 
Primero, se debe comprender que toda codificación 
tiene un diseño metodológico,  se ha hablado en las 
intervenciones y en las posturas, que he tenido la 
posibilidad de escuchar, sobre los planteamientos 
de la negativa en la inserción de acápites del Código 
General del Proceso, pero se ha obviado que bajo 
el diseño metodológico que tiene toda estructura 
procesal, tiene un acápite preliminar, el cual consagra 
los fundamentos constitucionales que inspiran un 
Código Procesal. En este caso, sería entonces prudente 
ampliar o insertar en el acápite o en la parte preliminar 
del Código, esos fundamentos constitucionales que 
inspiran el Derecho Laboral, ¿para qué?, para que la 
interpretación del funcionario judicial, corresponda a 
esos principios que rigen esa codificación procesal.

Como segundo aspecto, considero relevante e 
importante, dar una visión diferente a la exclusión 
o a la negativa de incorporar acápites o apartes del 
Código General del Proceso, porque más allá de 
pertenecer al Código General del Proceso debemos 
preguntarnos es lo siguiente. Ahora bien, sobre los 

temas relacionados con sujetos procesales, vemos que 
la inserción es totalmente eficaz en esta codificación 
laboral, como ya lo han mencionado anteriores 
Ponentes. En cuanto al régimen de nulidades que 
establece la codificación, es necesario revisar lo 
establecido también por el doctor Samir Bonnet, en 
cuanto a la notificación, porque entonces tendríamos 
que fortalecer, si no insertamos la modificación 
en la notificación que propone el doctor Samir, en 
cuanto al medio electrónico, tendríamos entonces 
que modificar un acápite o un Inciso de la parte que 
corresponde a las nulidades procesales.

En cuanto a la aparte que corresponde de los 
medios de prueba, no considero necesario empezar a 
hablar como tal de declaración de parte, cuando se ha 
insertado cualquier otro medio necesario y suficiente, 
aquí la pregunta no es que porqué el Código General 
del Proceso lo establece, sino, ¿los medios de 
prueba establecidos en esta propuesta responden 
al principio de pertinencia, utilidad y conducencia? 
Si sí corresponden a los principios de pertinencia, 
conducencia y utilidad de la prueba, entonces no 
debemos estarlos mirando que porque están en el 
Código General del Proceso, sino si responden a los 
principios de conducencia, pertinencia y utilidad de 
la prueba y al fundamento constitucional del debido 
proceso y al desarrollo jurisprudencial del debido 
proceso de la prueba.

Esta Abogada Litigante también doctor refiere 
y acompaña su tesis, en cuanto al término de diez 
días, Justicia tardía no es Justicia, pero Justicia 
demasiado pronta tampoco es Justicia, sabemos 
nosotros que en el método de valoración de la prueba 
en Colombia está establecido la sana crítica, al existir 
esta libertad probatoria, al existir esta sana crítica 
bajo el método de ciencia, bajo el método científico 
de lógica, convicción, también necesita el Juzgador 
un tiempo oportuno para poder valorar la prueba de 
una forma objetiva, no subjetiva y poder responder a 
estos principios. Por eso, considero pertinente mirar 
y revisar que Justicia tardía no es Justicia, pero 
Justicia tan pronta tampoco lo va a hacer.

Me parece prudente precisar sobre lo siguiente, 
se ha hablado a través de las intervenciones de que 
no corresponde para una solución de los problemas 
sociales, la inserción de aspectos del Código 
General del Proceso, en razón del principio de 
interpretación de autonomía de la voluntad, ¿pero 
acaso los procesos ejecutivos no corresponden 
también a nuestro desarrollo en la codificación 
general del proceso en el Código de Procedimiento 
Civil y en el Código Judicial que ha establecido la 
Jurisdicción Ordinaria? Lo que sí le propongo a la 
Comisión que está revisando estos planteamientos, 
es cómo miramos dentro del proceso ejecutivo que 
se va a incorporar en esta codificación, eliminar 
tantos excesos de rituales manifiestos.

Acompaño el punto en específico, que refiere a 
que en el Código General del Proceso se vienen 
unas reformas, pero el punto no es las reformas 
que se están haciendo en el Código General del 
Proceso, el punto es cómo podemos prevenir lo 
que ya se está subsanando en el Código General del 
Proceso, entonces e incorporarlo inmediatamente 
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en este nuevo Código, este Código tiene y ha 
superado los retos que ha tenido que superar 
el Código General del Proceso, este Código no 
inserta esos mismos errores que se han tenido que 
interpretar bajo línea jurisprudencial. Y para eso 
propongo en materia de ejecutivos, si se puede 
determinar cómo sustraemos tantos Autos, sobre 
todo cuando se va a ejecutar una Sentencia, porque 
es muy diferente la ejecución de una Sentencia, un 
Ejecutivo que prohíbe una Sentencia, si nosotros 
sustraemos tantos Autos entonces ahí sí cumplimos 
con un principio fundamental y constitucional del 
Derecho Laboral.

Ahora bien, en el tema que compete a los recursos, 
no repetir la historia que vivió la Especialidad Civil 
en cuanto al recurso de apelación, en el tema del 
debate de reparos y sustentación del recurso, sino 
que se quede claridad absoluta sobre los reparos, 
sean suficientes ante el superior jerárquico. 
Nosotros debemos entender que la sociedad ha 
cambiado, no podemos estar reiterando en las viejas 
prácticas porque tenemos una sociedad cambiante 
y transformativa y necesitamos algo más eficaz y 
expedito, sin vulnerar las garantías de la prueba. 
Entonces propongo, no revivir esos fantasmas 
que ya fueron debate de la Especialidad Civil, en 
cuanto al recurso de apelación, eso en cuanto a 
recursos ordinarios.

En cuanto a recursos extraordinarios, como 
es el Recurso de Casación, aplaudo el avance en 
cuanto a los medios de prueba que se permiten que 
sean alegados como causales en Casación, aplaudo 
eso, reitero no es satanizar la incorporación de 
acápites del Código General del Proceso, sino es 
comprender la codificación procesal la eficacia de 
la misma y la utilidad en este Sistema Procesal. ¿Lo 
aplaudo en qué sentido? No podemos o no debemos 
hablar de una Casación elitista, cuando el Código 
ha insertado una Casación Oficiosa en temas que 
tengan relevancia de carácter y cumple una función 
social. Entonces, quiero hacer esa precisión.

Así mismo reiterar también, en cuanto al proceso 
monitorio, es un proceso nuevo, es un proceso que 
ha establecido, es un proceso que sacó adelante el 
doctor Jairo Parra Quijano, que lo estableció en el 
Código General del Proceso, es un proceso que se 
ha estudiado dentro del Instituto Colombiano de 
Derecho Procesal y es un proceso que difícilmente 
se ha entendido en el Código General del Proceso, 
pero el reto está ahorita en el Código actual que 
se pretende hacer. Es decir, superar los desafíos 
anteriores, modificar esas situaciones porque están 
dentro de la oportunidad necesaria para realizarlo, 
pero hace falta mayor capacitación, eso es algo 
que ya es competencia del Consejo Superior de la 
Judicatura y no les corresponde, ni es un trámite de 
este escenario.

Así mismo considero, que más que hacer un 
rechazo a la inserción de aspectos esenciales 
que han permitido el desarrollo del Derecho 
Procesal en Colombia y establecerlos como una 
limitante, porque pertenecen al Código General 
del Proceso, es aplaudir que vamos a tener una 
unificación en el Sistema Procesal en la cual 

Abogados Litigantes y Jueces, van a poder tener 
una mirada. Decir entonces, que vamos a entrar 
en un atraso y una vulneración de derechos, sería 
entonces castigar otros Sistemas Procesales en el 
mundo que sí tienen una eficacia y una utilidad, 
nosotros también podemos hacerlo y necesitamos 
los Abogados Litigantes, los Operadores de la 
Justicia, una síntesis en los procesos que nos 
permitan ejercer la profesión sin tantas limitantes, 
entonces, ¿un Juez Promiscuo va a tener que abrir 
cinco Códigos? No, para eso toda codificación 
tiene unos aspectos preliminares en donde están 
los fundamentos constitucionales de ese Código, 
entonces es fortalecer los aspectos preliminares, 
para que el juzgador direccione su Sentencia y la 
motive bajo el principio de congruencia, con esos 
aspectos preliminares.

Aplaudo que en este Código se habla sobre 
la sana crítica, situación que difiere el Código 
General del Proceso de forma taxativa, como la 
ha desarrollado esta nueva codificación. Entonces 
vemos con esto, que este método de valoración 
probatoria que también existe en el Código General 
del Proceso, pero se ha desarrollado dentro de 
esta nueva codificación no se debe satanizar, al 
contrario, está quedando bastante clara. Agradezco 
el espacio de intervención, esa es mi postura, 
muchísimas gracias.

Presidente:
Muchas gracias, ya estaba preocupada la 

doctora Astrid, porque ninguna mujer nos había 
acompañado con intervenciones y yo creo que 
hubo una muy buena representación aquí. ¿No sé 
si alguien más? Damos paso al doctor Carlos.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor José Andrés Serrano, Magistrado del 
Tribunal Superior de Cúcuta:

Muy buenas tardes, José Andrés Serrano 
Magistrado del Tribunal Superior de Cúcuta. 
Simplemente una pequeña acotación, celebro en 
el artículo, en el de la contestación de la demanda 
en el Parágrafo 2°, el cual indica que la falta de 
contestación de la demanda o de su reforma, 
tendrá como consecuencia la consagrada en el 
numeral 3° del presente artículo, es decir, que se 
declara el hecho probado. Anteriormente la falta de 
contestación desde la demanda, era un indicio grave 
y eso iba en perjuicio total de los demandantes y 
desde los trabajadores, en cambio al dar el hecho 
aprobado, pues me parece que se consagra una 
mayor protección en ese sentido.

Sin embargo, consideraría que es necesario 
agregar no sé, un Parágrafo, un artículo, que le 
exija al Juez que una vez presentada esa situación, 
señale expresamente cuáles son los hechos que va 
a declarar probados, es decir, se declara probado 
que entre las partes existe un contrato de trabajo, 
cuyos extremos van de tal día a tal día, porque se 
deja al aire esa situación y seguramente se van a 
presentar muchos inconvenientes, en el sentido de 
que no se va a tener una claridad concreta de cuáles 
son los hechos que se van a declarar expresamente 
probados, ante la falta de contestación de la 
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demanda. Pero celebro de verdad, pues la 
incorporación del Parágrafo 2° desde el artículo, de 
la contestación de la demanda, pero sí es necesario 
que el Juez tenga esa herramienta en ese sentido.

Presidente:
Listo muchas gracias. Adelante doctor Carlos.
La Presidencia Concede el uso de la Palabra 

al Doctor Carlos Mario Giraldo Botero, 
Magistrado Auxiliar de la Corte Suprema de 
Justicia:

Ya buenas tardes, primero que todo quiero 
agradecerles por esta oportunidad de celebrar esta 
Audiencia en región y el objetivo principal de 
ello era escuchar, porque siempre hemos estado 
prestos a escuchar, porque esto como lo decíamos 
desde un principio y lo manifestó el doctor Óscar, 
lo manifestó la Presidenta de la Sala Laboral y lo 
manifestó el doctor Gerardo Botero, siempre hemos 
estado en post de una construcción, procurando 
que esta oportunidad que tenemos de elaborar un 
Código Procesal del Trabajo, sea lo más cercano 
a un consenso, pero en post como varios lo han 
podido advertir, es de crear tejido social, es de 
realmente dar una respuesta al Derecho Social del 
Trabajo y por ello, la inclusión de una cantidad de 
instituciones que realmente nos faltaban y les falta 
a muchos Estatutos Procesales.

Por eso bienvenidas todas, todas, todas las 
manifestaciones los aportes que hoy y a través 
de todos estos días nos han presentado, prestos 
estaremos a desarrollarlas con la Comisión Primera 
de la Cámara, de mejorar obviamente porque de 
humanos es errar y de sabios escuchar. Por esa 
circunstancia vuelvo y les repito, gracias a todos 
los que intervinieron, por sus aportes y tengan 
la plena certeza que de nuestra parte, los hemos 
escuchado y los escucharemos y procuraremos que 
este sea un excelente Código Procesal del Trabajo. 
Muchas gracias y que tengan una feliz tarde.

Presidente:
Bueno, ya con esto damos por terminada la 

Audiencia, quiero reiterar que las intervenciones 
han sido muy valiosas y que serán tenidas en 
cuenta en la Ponencia y que por eso también 
reitero, la posibilidad de que nos hagan llegar esas 
Ponencias al correo de la Comisión, que fue donde 
se inscribieron para participar de esta Audiencia.

Y comparto con el doctor Carlos, la posición de 
que la idea es subsanar, tener en cuenta todas las 
observaciones que se han hecho, para que salga el 
mejor Código posible de la Comisión Primera de 
la Cámara, porque estamos justo a tiempo pienso 
yo, que es en el Tercer Debate para debatir y para 
incluir o para quitar cualquier cosa que luego irá 
a la Plenaria de la Cámara, donde será el último 
debate.

Entonces, reitero esa disposición, muchas 
gracias a la Universidad Libre, a todos los que 
participaron, de verdad qué gran trabajo el que 

han hecho de estudio de este Proyecto de Ley, ya 
nuestra Presidenta cierra y se despide.

Preside la Audiencia la honorable 
Representante Astrid Sánchez Montes de Oca:

Presidenta:
Muchas gracias a los presentes, a las personas 

también que están conectadas, aquí en nuestra 
Mesa Principal y recogemos lo del doctor Carlos, 
el doctor Diógenes, que nosotros vamos a acoger 
atenta nota, la verdad que estoy muy satisfecha, 
muy complacida de haberlos escuchado y de 
verdad no era una propaganda mal vacío, estaba 
muy preocupada que las mujeres no pudiéramos 
participar y no pudiéramos ver el género ahí 
representado.

Y miren que es tan importante y me quedó como 
uno dice en la cabeza, la intervención del profesor 
de Ocaña referente a la Inteligencia Artificial de 
nosotros cómo podríamos introducirlo en el Código 
y la intervención del otro profesor de la Universidad 
Libre que decía también que Inteligencia Artificial 
sí pero no así, es decir que tuviéramos muy presente 
de cómo introducirlo y cómo hacerlo. Entonces, de 
verdad que ese es uno de los puntos, a pesar de 
que tenemos otras discusiones que hablamos aquí 
en la Mesa con los Magistrados Auxiliares, que son 
de bastante digamos reflexión para nosotros como 
Comisión Primera.

Muy complacidos, muy agradecidos por 
la hospitalidad, aquí llegó el anfitrión de la 
Universidad el señor Rector, gracias por esta 
hospitalidad, gracias por todo el personal tanto 
profesores, alumnos, los Jueces, los Magistrados 
y a mi Amparito también muchas gracias, porque 
es el alma de nuestra Comisión y no queda más 
sino decirles que nuestra Comisión Primera va a 
estar a la orden siempre, no solamente para esta 
discusión del Código de Procedimiento Laboral, 
sino cualquier cosa que ustedes crean que nosotros 
podemos servirles. Muchas gracias.

Secretaria:
Señora Presidenta, usted ha dado por terminada 

esta Audiencia Pública siendo las 12:42 de la tarde, 
manifestarles a todos que esta Audiencia Pública 
hace parte del procedimiento legislativo de la 
construcción y son los argumentos que tendrán en 
cuenta no solo los Ponentes de la Comisión Primera, 
no solo la Cámara, sino que también habrá de 
pronto texto de conciliación de las Corporaciones 
y esto será tenido en cuenta y esta Audiencia será 
transcrita, publicada en la Gaceta del Congreso 
para conocimiento de todos los integrantes 
del Congreso y así dar pleno consentimiento y 
cumplimiento al artículo 230 de la Ley 5ª de 1992.

Agradecerles a todos, a usted doctor Diógenes, 
doctor Astrid, señor Rector, señores Magistrados, 
señores Jueces, la Comisión Primera siempre 
dispuesta, esa es la Comisión de la Rama, así que 
allá todos los aportes que puedan llegar los pueden 
enviar al correo debatescomisiónprimera@camara.
gov.co. Muchísimas gracias a todos.

Anexos: Noventa y nueve (99) folios
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